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Las detenciones arbitrarias contra quienes se atreven a 

cuestionar la gestión de gobierno han pasado de ser ex-

cepcionales a ser cotidianas. Y las violaciones a los derechos 

humanos de los detenidos no solo se han incrementado, sino 

aumentado en crueldad.

No son hechos aislados. Corresponden a una política que ya 

no solo es de gobierno sino de Estado, pues cuenta con la to-

lerancia de la Defensoría del Pueblo y del Ministerio Público. 

Se han configurado una serie de patrones represivos que se 

afianzan y producen cada vez más víctimas.

La presunción de inocencia, esa garantía del debido proceso y 

del derecho a la libertad no existe en Venezuela para quienes 

asumen posiciones disidentes. Todo disidente es calificado de 

enemigo y todo enemigo se presume culpable.

Fernando Fernández reconocido abogado penalista y destaca-

P r o g r a m a 

V e n e z o l a n o  d e 

E d u c a c i ó n 

A c c i ó n  e n 

D e r e c h o s 

H u m a n o s

do defensor de derechos humanos analiza de manera rigurosa 

estos patrones represivos. Cómo se ejecutan y las consecuen-

cias para las personas.

Esta investigación patrocinada por Provea tiene como propósi-

to dar a conocer al mundo de manera más amplia y detallada 

la manera como se adelanta la represión por motivos políticos 

en Venezuela. Crear más conciencias de las graves violaciones 

a los derechos humanos que ocurren en Venezuela y motivar a 

más personas a asumir la causa de la promoción y defensa de 

los derechos humanos.

No es normal lo que hoy está ocurriendo en el país y frente 

a esa anormalidad nos empeñamos en rescatar el estado de 

derecho y la democracia en el país bajo nuestro lema principal 

todos los derechos para todas y todos. Seguro estamos que ven-

drán tiempos mejores n
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El excelente trabajo de Fernando Fernández con-
textualiza de manera clara una dura realidad 

que, dada su extensión y continuidad, y merced la 
narrativa que el poder en Venezuela utiliza para ex-
cusarse y justificarla (que se sustenta además en una 
amplia hegemonía comunicacional y propagandis-
ta) tiende a ser percibida con suspicacia o desde el 
prisma de la duda por quienes no la padecen o por 
quienes solo tienen noticias de ella desde la distan-
cia. El análisis de los patrones evidentes, y de las ca-
racterísticas comunes, que pueden discernirse en los 
casos de arrestos, detenciones o prisión por motivos 
políticos en Venezuela, que ya han alcanzado niveles 
masivos (cerca de 13.000 arrestos políticos solo desde 
el 2014 hasta mediados de 2018, de acuerdo a los 
registros del Foro Penal) es fundamental para en-
tender la completa dimensión de un fenómeno que, 
como bien lo explica el autor, no es casual, y respon-
de a una intención y a una lógica belicista que no 
dudan en relajar u obviar las normas del Estado de 
Derecho, considerando a los justiciables no como se-
res humanos, sino como “enemigos” contra los que 
“todo vale”, cuando ello conviene a los intereses del 
poder.
Esta investigación revela que bajo el “disfraz” de una 
persecución judicial “válida”, que le sirve al gobierno 
para sustentar su mensaje y su postura, sobre todo 
de cara a la comunidad internacional, utilizando a 
los cuerpos de seguridad, al Ministerio Público y a los 
Tribunales, el poder neutraliza a los factores que le 
resultan críticos o incómodos, o criminaliza a terce-
ros que le sirven como chivos expiatorios para justifi-
car su narrativa (normalmente ajena a la verdad) en 
relación a los hechos de trascendencia nacional que 
afectan a la ciudadanía (la escasez, la hiperinflación, 

el desabastecimiento, etcétera) de los cuales solo el 
gobierno y sus representantes son los exclusivos res-
ponsables. También nos permite comprender a la en-
carcelación por motivos políticos en Venezuela como 
un fenómeno en curso, actual, y por ahora impune 
pese a las muy graves consecuencias que acarrea, y 
además nos sirve para enmarcarla, sin duda alguna, 
como un Crimen de Lesa Humanidad que se ha eje-
cutado y sigue ejecutándose en nuestro país a des-
pecho de los importantes llamados de atención y las 
advertencias que al gobierno venezolano se le han 
formulado sobre esta realidad desde los más rele-
vantes e importantes organismos internacionales de 
tutela a los Derechos Humanos n

Gonzalo Himiob Santome *

* Gonzalo Himiob Santomé, abogado, especialista en Ciencias 

Penales y Criminológicas )UCAB/UCV). Director Vicepresi-

dente del Foro Penal, profesor de derecho penal, criminología 

y victomología.
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En el ensayo “Todo enemigo se presume culpable” 
el catedrático Fernando M. Fernández hace un de-

tallado y minucioso análisis de las detenciones arbi-
trarias de carácter político en Venezuela y demuestra 
de forma contundente, como la caracterización como 
“enemigo” del ciudadano que piensa distinto, del que 
difiere del gobierno y del que expresa su opinión con-
tra al régimen, ha generado una política de Estado de 
persecución, discriminación, hostigamiento y encarce-
lamiento;  violatoria de los Derechos Humanos y que 
constituye un crimen de lesa humanidad. 
Lo que comenzó como burlas, remoquetes e insul-
tos y esporádicas agresiones ha dado pie, sin lugar a 
dudas, tal como lo evidencia Fernández, a una repre-
sión sistemática. No se trata de casos aislados o de 
excesos de algún funcionario. Las órdenes vienen de 
arriba y son políticas aplicadas, mantenidas y repeti-
das una y otra vez por el Ejecutivo Nacional, con la 
anuencia de poderes sometidos al régimen; pero que 
trascienden el escenario local al tratarse de crímenes 
de lesa humanidad. El ensayo de Fernando Fernán-
dez es una pieza de argumentación legal que llama 
las cosas por su nombre y ubica las responsabilidades 
en dónde corresponde n

Marcos Tarre *

* Arquitecto, venezolano, con cerca de 30 años dedicado al 

tema de la delincuencia, violencia  y seguridad ciudadana en 

Venezuela, así como el problema de la delincuencia organiza-

da y su impacto sobre la gobernabilidad. Ha sido consultor de 

ACNUR, de la Unión Europea y de empresas, de instituciones 

públicas y privadas, de gremios, universidades y empresas. 

El trabajo “Todo enemigo se presume culpable” 
de Fernando Modesto Fernádez Sequera, es un 

recuento pormenorizado del olvido del debido pro-
ceso al iniciarse la acción penal en Venezuela, carac-
terizado por las detenciones arbitrarias que por su 
altísima frecuencia se convierte en crimen de encar-
celación. Uno de los tipos penales previstos en el Es-
tatuto de Roma que se califica como crimen de lesa 
humanidad es precisamente el crimen de encarcela-
ción, cuando éste se perpetra en forma sistemática y 
generalizada en contra de la población. Esta última 
característica, que hace estimar la acción de los órga-
nos represivos como terrorismo de Estado, se ve am-
pliamente documentada en el escrito de Fernández, 
con variadas referencias entre ellas la de la ONU que 
afirma que en el país existe “…un patrón sistemático 
de detenciones arbitrarias”, o bien de Amnistía Inter-
nacional, que ha constatado la existencia de medidas 
improcedentes por parte de los cuerpos de seguri-
dad del Estado y del sistema de justicia venezolana. 
A ello se suma el etiquetamiento de las personas que 
adversan a la llamada revolución como enemigo del 
régimen, por lo cual quedan propensas a ser encar-
celadas injustamente y sometidas a juicios penales en 
los cuales está omitido el debido proceso: ausencia 
de flagrancia o de orden judicial en las detenciones, 
presunción de culpabilidad propia en la aplicación 
del Derecho Penal del Enemigo, allanamientos de 
hogar doméstico sin orden judicial, inexistencia de 
independencia del órgano judicial totalmente sumi-
so al oficialismo desde el Tribunal Supremo de Justi-
cia pasando por el Ministerio Público, aplicación de 
la justicia militar a civiles, incumplimiento de órdenes 
de excarcelación judicial por parte de autoridades 
penitenciarias, inobservancia de los lapsos judiciales 

que convierte a los procesos penales en juicios que se 
prolongan indefinidamente. La militarización tanto 
de la seguridad ciudadana como del proceso penal 
es característica que se resalta en el trabajo que cons-
tituye un documento fundamental para percatarse 
de que quienes dirigen el actual régimen ejecutivo 
en Venezuela, como los componentes del cómplice 
Poder Judicial y del Ministerio Público, están incur-
sos, entre otros, en un específico crimen de lesa hu-
manidad, como lo es el crimen de encarcelación. La 
justicia penal internacional los espera n

Jorge L. Rosell Senhenn *

* Magistrado Presidente Emérito de la Sala Penal del Tribunal 

Supremo de Justicia, Profesor Titular de Derecho Procesal Pe-

nal. Profesor de las Unviersidades de Carabobo, Zulia, Central 

de Venezuela, Los Andes y Católica Andrés Bello. Represen-

tante de la Asociación Latinoamericana de Derecho Penal y 

Criminología (ALPEC) en Venezuela. 
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Después de leer el artículo escrito por el Dr. Fer-
nando Fernández, me domina una sensación de 

injusticia e impunidad que supera cualquier intento 
de «embellecer» la dramática situación venezolana, 
y el sufrimiento de una población sumida en una pa-
vorosa crisis humanitaria. Hace poco escribí que la 
impunidad es la única política exitosa del gobierno 
actual ante la inseguridad, ya que como afirma Car-
los Villalba impunidad es estímulo y, el alto grado de 
homicidios y otros delitos cometidos en nuestro país, 
tanto por delincuentes comunes, como por bandas 
organizadas, por los llamados colectivos o por miem-
bros de los cuerpos de segu-ridad del Estado, así lo 
confirman. También afirmamos que en nuestro país 
se ha entronizado la devaluación del otro, en la figu-
ra de grupos de ciudadanos que por pensar política-
mente diferente y protestar, son asesinados por las 
fuerzas del Estado que reprimen las manifesta-cio-
nes, o encarcelados por motivos políticos, lo cual su-
cede continuamente en Venezuela. Y este es el tópi-
co central que el artículo que comentamos desarrolla 
de manera extensiva. 
El uso político de la prisión es cotidiano en Venezue-
la. Esto no es casual, pues ha sucedido y aún sucede 
en los regímenes políticos que se hacen llamar socia-
listas, a fin de preservar el poder absoluto del Esta-
do. Y esto nos lleva a otro elemento que desarrolla 
el Dr. Fernández: la ausencia en el país de un Estado 
democrático de derecho. Son ya diecinueve años du-
rante los cuales, la separación de poderes y las liber-
tades ciudadanas han ido desapareciendo del esce-
nario venezolano. La Constitución de la República y 
las demás leyes que sirven de sus-tento a un Estado 
de derecho, son violadas permanentemente como 
queda demostrado en él artículo comentado. 

* Psicóloga Social de la UCV. Magister en Administración de 

justicia: Criminología de California State University. Dra en 

Estudios del Desarrollo del CENDES-UCV. Coordinadora del 

módulo de Ciudadania y Derechos Humanos del Observatorio 

Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres.

Todas las acciones que violan los derechos humanos 
son viables en nuestro país. La prisión como instru-
mento de control político, no podía quedar afuera. 
Hombres y mujeres detenidos sin derecho a un debido 
proceso, tal como se expresa en las normas jurídicas y 
en la Consti-tución Nacional. Casos aberrantes por las 
torturas que han aguantado: violaciones como el caso 
de la Jueza Afiuni sólo por nombrar el más conocido. 
El caso del Diputado Requesens en el cual se observa 
el sometimiento a drogas para obtener una confesión 
inducida y, luego, a través de un video, intentar so-
meterlo al escarnio público. O Lorent Shalet con un 
encierro de años en el centro de reclusión política 
más siniestro –si se puede decir esto- en Venezuela: La 
Tumba, meritorio nombre. Sólo el sonido de los tre-
nes del Metro de Caracas les permitía saber si era de 
día o de noche; allí los presos están sometidos a vein-
ticuatro horas de intensa luz artificial. Todo lo dicho 
y muchos casos más, nos remite a Michael Foucault 
en Vigilar y Castigar, donde nos habla del suplicio y 
su sustitución en la época moderna por la prisión. Sin 
temor a exagerar, lo que estamos viendo hoy en Vene-
zuela con la tortura indica que ésta es un instrumento 
político de control, amedrentamiento y violación de 
derechos humanos; es una visión moderna del supli-
cio. La tortura es la herramienta que, junto a la di-
vulgación masiva por medio de las tecnologías de la 
comunicación, filtra el miedo a lo que puede su-ceder 
a nuestros familiares, amigos, vecinos y compañeros 
de estudio, trabajo o militancia: O morir, o caer en las 
garras de la dictadura o emigrar a un exilio forzoso. 
La libertad ciuda-dana como derecho humano se ha 
convertido en nuestro país en un sueño colectivo n

Dra. Magaly Huggins Castañeda *
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r e s u m e n   /  s u mm  a r y En este papel de trabajo se analiza el proceso por 
el cual las detenciones arbitrarias efectuadas en 

Venezuela en los últimos años han dejado de ser ac-
tos separados e individualizables y, en su lugar, se 
han convertido en crímenes de lesa humanidad en 
grado de encarcelación. Ello, debido a los patrones 
observados, identificados y comprobados por orga-
nismos internacionales creíbles y ONG reconocidas. 
Es decir, se trata de ataques sistemáticos o generali-
zados contra parte de la población civil, efectuados 
por funcionarios del Estado y grupos específicos, con 
conocimiento de dichos ataques. Parte de este pro-
ceso se inicia con la militarización de la policía y los 
órganos de la justicia penal que solo ve “enemigos” 
y no ciudadanos, así como a la politización de la ad-
ministración de justicia, con evidente pérdida de la 
autonomía de jueces y fiscales en la ejecución de 
una política de Estado. Se analiza el proceso inicial 
de división de la sociedad, el etiquetamiento de los 
enemigos y su posterior detención.  Se especifican los 
pasos y fases del proceso que continúa con la perse-
cución y culmina en la encarcelación. Al final se pun-
tualizan varias recomendaciones preventivas y co-
rrectivas al Estado para evitar el escalamiento hacia 
otros crímenes atroces. El cumplimiento riguroso de 
la Constitución y de los Tratados Internacionales de 
derechos humanos están en la base de la solución n

Palabras clave: Detención arbitraria, encarcelación, 
derechos humanos, crimen de lesa humanidad, eti-
quetamiento, enemigo.

T his paper analyzes the process by which arbitrary deten-

tions carried out in Venezuela in recent years. They ended 

to be separate and individualizable acts, and have become cri-

mes against humanity in the degree of incarceration , among 

other concurrent. This, due to the patterns observed, identified 

and verified by credible international organizations and recogni-

zed NGOs. That is, they are systematic and widespread attacks 

against part of the civilian population, carried out by State offi-

cials and specific groups, with knowledge of such attacks. Part 

of this process begins with the militarization of the police and 

criminal justice bodies that only see enemies; instead of citizens, 

as well as the politicization of the administration of justice, with 

evident loss of autonomy of judges and prosecutors in the exe-

cution of a State policy. The initial process of division of socie-

ty, the labeling of enemies and their subsequent detention are 

analyzed. It specifies the steps of the process that continue with 

the persecution and finishes in incarceration. In the end, several 

preventive and corrective recommendations are made for the 

State to avoid escalation towards other atrocious crimes. The 

strict fulfillment of the Constitution and the International Trea-

ties of human rights are at the base of the solution n

Key words: Arbitrary detention, imprisonment, human rights, 

crime against humanity, labeling, enemy.
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La situación problema.
La permanente recurrencia de detenciones a líde-
res políticos 1, empresarios 2 y hombres de nego-
cios y, también, ciudadanos comunes en notorias 
violaciones de las garantías jurídicas elementales y 
en flagrante violación de derechos humanos, obli-
ga a hacerse estas preguntas: ¿Cuál es la categoría 
jurídica de las constantes detenciones contra líde-
res políticos opositores, empresarios y ciudadanos 
comunes? ¿Son solo violaciones de derechos hu-
manos? ¿Se trata de responsabilidades internacio-
nales del Estado o abarca a funcionarios públicos 
y sus superiores jerárquicos, así como a terceros 
que concurren en responsabilidad penal? ¿Son de-
litos comunes? ¿Son crímenes internacionales? En 
caso afirmativo ¿en cuáles tipos penales se sub-
sumen las conductas de los responsables? ¿Cuáles 
son los patrones o modus operandi? En este papel 
de trabajo intentamos dar respuestas a estas inte-
rrogantes. 

En Venezuela no hay, ni habrá bajo el actual régi-
men político donde no hay una clara e inobjeta-
ble división de poderes, información oficial sobre 
el número de personas detenidas arbitrariamente. 
Publicar las cifras de estos hechos y clasificarlas se-
ría una auto-incriminación. Para el gobierno, to-
das las detenciones que practica son justas y lega-
les. Las múltiples detenciones son difundidas por 
medios de comunicación oficiales, pero se niega 
que sean arbitrarias. El negacionismo, la mentira, 
el encubrimiento, la complicidad y la desinforma-
ción forman parte del problema. También el obvio 

desprecio oficial por los derechos civiles de todos 
los seres humanos, así como la ignorancia de gran 
parte de la sociedad realimentan esta abominable 
situación.

Los casos 3 de las personas detenidas en condición 
de arbitrariedad son alarmantes: estamos hablan-
do de un hecho de masas, no cuantificado aún. Se 
trata de conductas que se subsumen en el tipo pe-
nal de crimen de lesa humanidad en grado de en-
carcelación. Estamos hablando de un cambio cua-
litativo y cuantitativo en la categorización de este 
ilícito (aún no determinado con precisión, como 
ya dijimos). Así pues, el crimen de encarcelación 
se realiza de forma sistemática y generalizada, 
como una política de ataques que realizan funcio-
narios del Estado contra la población civil o una 
parte apreciable de esta.  Se trata de la ejecución 
ataques deliberados y conscientes que obedecen 
a un plan. Se puede afirmar que es una política 
de Estado. Este patrón criminal o modus operandi 
se observa, además, en concurrencia con otros crí-
menes atroces, a saber: persecuciones 4 por moti-
vos políticos, asesinatos, desapariciones forzadas, 
torturas 5 y tratos crueles o degradantes, abusos 
sexuales, entre otros hechos abominables. No son 
hechos fortuitos, casuales, espontáneos ni sobre-
venidos que comprometan solo a sus ejecutores 
inmediatos. Son hechos repetidos, sistemáticos 
que obedecen a un modus operandi corporativo, 
lo cual compromete, entonces, a los autores me-
diatos, es decir, a los superiores 6 que controlen la 
organización.

1. El crimen de encarcelación y las detenciones arbitrarias en Venezuela
12

Como hemos dicho, en el caso venezolano la encar-
celación sistemática y generalizada que se realiza 
forma parte de una política de Estado de persecu-
ción a “enemigos sustanciales”. También, de la eje-
cución de un plan deliberado de cometer crímenes 
de lesa humanidad como política oficial, tal como 
lo tipifica el Estatuto de Roma de la Corte Penal In-
ternacional (de ahora en adelante, el “Estatuto de 
Roma”).

Venezuela se encuentra sumida en una situación 
crítica y de emergencia humanitaria compleja 7. La 
persecución de opositores al gobierno, así como las 
detenciones arbitrarias y encarcelaciones constitu-
yen un aspecto crucial del problema. Ello requiere 
una seria reflexión y la toma de decisiones con ur-
gencia, dentro del marco jurídico constitucional y 
con apego a los más altos estándares internaciona-
les de respeto y garantía de los derechos humanos. 
Al final de este trabajo, se encontrarán algunas re-
comendaciones básicas, las cuales son inaplazables. 
Las atrocidades deben cesar n
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Crimen de lesa humanidad de encarcelación.

Artículo 7 Crímenes de lesa humanidad: A los 
efectos del presente Estatuto, se entenderá por 
“crimen de lesa humanidad” cualquiera de los ac-
tos siguientes cuando se cometa como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una po-
blación civil y con conocimiento de dicho ataque:
(...) e) Encarcelación u otra privación grave de la 
libertad física en violación de normas fundamen-
tales de derecho internacional;
 

a) Por “ataque contra una población civil” se 
entenderá una línea de conducta que implique la co-
misión múltiple de actos mencionados en el párrafo 
1 contra una población civil, de conformidad con la 
política de un Estado o de una organización de co-
meter ese ataque o para promover esa política.

2. El Estatuto de Roma de la CPI y el crimen de encarcelación:

Artículo 7 
1) e) Crimen de lesa humanidad de encarcelación u 
otra privación grave de la libertad física
Elementos
1. Que el autor haya encarcelado a una o más per-
sonas o las haya sometido, de otra manera, a una 
privación grave de la libertad física.
2. Que la gravedad de la conducta haya sido tal que 
constituya una infracción de normas fundamentales 
del derecho internacional.
3. Que el autor haya sido consciente de las circuns-
tancias de hecho que determinaban la gravedad de 
la conducta.
4. Que la conducta se haya cometido como parte de 
un ataque generalizado o sistemático dirigido contra 
una población civil.
5. Que el autor haya tenido conocimiento de que la 
conducta era parte de un ataque generalizado o sis-
temático dirigido contra una población civil o haya 
tenido la intención de que la conducta fuera parte 
de un ataque de ese tipo.

1. Por cuanto el artículo 7 corresponde al derecho 
penal internacional, sus disposiciones, de conformi-
dad con el artículo 22 (del ER), deben interpretarse 
en forma estricta, teniendo en cuenta que los críme-
nes de lesa humanidad, definidos en el artículo 7, se 
hallan entre los crímenes más graves de trascenden-
cia para la comunidad internacional en su conjunto, 
justifican y entrañan la responsabilidad penal indivi-
dual y requieren una conducta que no es permisible 

Elementos del crimen de lesa humanidad de encarcelación

con arreglo al derecho internacional generalmente 
aplicable como se reconoce en los principales siste-
mas jurídicos del mundo.
2. Los dos últimos elementos de cada crimen de lesa 
humanidad describen el contexto en que debe tener 
lugar la conducta. Esos elementos aclaran la partici-
pación requerida en un ataque generalizado o siste-
mático contra una población civil y el conocimiento 
de dicho ataque. No obstante, el último elemento 
no debe interpretarse en el sentido de que requie-
ra prueba de que el autor tuviera conocimiento de 
todas las características del ataque ni de los detalles 
precisos del plan o la política del Estado o la orga-
nización. En el caso de un ataque generalizado o 
sistemático contra una población civil que esté co-
menzando, la cláusula de intencionalidad del último 
elemento indica que ese elemento existe si el autor 
tenía la intención de cometer un ataque de esa ín-
dole.
3. Por “ataque contra una población civil” en el 
contexto de esos elementos, se entenderá una línea 
de conducta que implique la comisión múltiple de los 
actos a que se refiere el párrafo 1 del artículo 7 del 
Estatuto contra una población civil a fin de cumplir 
o promover la política de un Estado o de una orga-
nización a cometer ese ataque. No es necesario que 
los actos constituyan un ataque militar. Se entiende 
que la “política ... de cometer ese ataque” requiere 
que el Estado o la organización promueva o aliente 
activamente un ataque de esa índole contra una po-
blación civil.
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3. El patrón sistemático de detenciones arbitrariasCuando se trata de perseguidos políticos, el pro-
blema de la encarcelación se hace más complejo y 
preocupante que los casos asociados a delitos co-
munes o contra empresarios, como consecuencia 
del ensañamiento y la crueldad con las cuales se 
cometen tales violaciones de derechos en núme-
ro creciente. La gran mayoría de los perseguidos 
políticos es detenida mientras espera un juicio en 
contra del mandato constitucional que afirma que 
la detención es la excepción y la libertad es la re-
gla. Solo pocos casos de persecución han pasado 
por un juicio formal hasta una sentencia firme. De 
ellos, un número aún desconocido ha tenido un 
juicio justo y, también, desconocemos si alguno de 
esos casos ha sido juzgado con el debido proceso, 
tenemos la seguridad de que no ha sido así: lo que 
se conoce son violaciones constantes de la presun-
ción de inocencia, del derecho a la libertad perso-
nal, a la defensa y un largo etcétera de violaciones 
del debido proceso. Presos comunes y políticos son 
maltratados. El alcance de este informe se limita a 
los detenidos por su opinión política n

El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria 
del Consejo de Derechos Humanos de la ONU ha 

determinado de forma concluyente que en Venezue-
la existe “… un patrón sistemático de detenciones 
arbitrarias ” 8. También ha dicho “… que, bajo ciertas 
circunstancias, el encarcelamiento y otras formas de 
privación grave de la libertad física, de manera siste-
mática, en contravención de normas internacional-
mente reconocidas, pueden constituir crímenes de 
lesa humanidad… 9”.

Este documento merece algunas reflexiones:
1) En ese sentido, se observa que cambia la catego-
rización jurídica de los hechos que no solo constitu-
yen violaciones graves de los derechos humanos cuyo 
responsable es el Estado, sino que ahora también son 
evidentes crímenes de lesa humanidad, los cuales se 
subsumen en el tipo penal de encarcelación u otra 
privación grave de la libertad física, como política 
estatal, en violación de normas fundamentales de 
derecho internacional, tipificado en el artículo 7 del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y 7 
1) e) de los Elementos de los Crímenes. En consecuen-
cia, los perpetradores y autores mediatos son perso-
nalmente responsables en lo penal.  
2) Además, la justicia penal se ha militarizado. Apli-
car las leyes y procedimientos militares a los “ene-
migos” es parte de una visión militarista en un país 
que no está en guerra: no hay combatientes armados 
en el otro bando. No hay guerra civil, lucha interna, 
ni conflicto armado internacional: solo hay ataques 
sistemáticos y generalizados a la población civil no 
combatiente, como una política del Estado. La en-

carcelación sistemática y generalizada es una entre 
varias de las manifestaciones de esos ataques. 
3)	 La llamada “guerra económica” en la que se 
han basado los 15 (hasta ahora) Decretos de Estado 
de Excepción y Emergencia Económica es un eslogan 
que no tiene asidero en la realidad fáctica.  Tales 
Decretos parten de un falso supuesto y sirven para 
aplicar normas y políticas punitivas contra los “ene-
migos”, especialmente los enemigos internos.
4)	 Detener o excarcelar a los “enemigos” obe-
dece a una orden “de arriba”. Los jueces penales y 
fiscales han perdido toda autonomía 10 y pueden 
producirse procesos y juicios farsa 11. Son provisiona-
les en su gran mayoría o leales a la “revolución boli-
variana” y el “proceso”. 
5)	 En conclusión, se puede caracterizar esta si-
tuación como una de las formas de ataque a la pobla-
ción civil desde el Estado y sus diversas instituciones 
formales y paralelas (los llamados “colectivos”), de 
forma sistemática y generalizada, con conocimiento 
de dicho ataque y como una política estatal. Se trata 
de la comisión de un crimen de lesa humanidad en 
grado de encarcelación n
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4. La política de Estado contra los enemigos

Los dos últimos gobernantes de Venezuela, Hugo 
Chávez y Nicolás Maduro, han afirmado de ma-

nera reiterada que Venezuela está pasando por una 
“guerra asimétrica, no convencional o económica 
“en la cual distingue dos enemigos (1) el enemigo 
externo que está integrado por los Estados Unidos, la 
Unión Europea y sus países “lacayos”; y (2) el enemi-
go interno que es la burguesía venezolana, cómplice 
del enemigo externo.  Es claro que se trata de un 
discurso propio de una nueva versión comunista de 
la Guerra Fría del siglo XX (1948-1991). En la práctica, 
las detenciones arbitrarias y las persecuciones son la 
muestra patente de una forma de aplicación del es-
talinismo, pero en versión criolla. 
Así las cosas, en Venezuela se impone, como política 
de Estado, el derecho del “enemigo sustancial”. Ello 
es ejercido tanto en (1) lo político y administrativo, 
sobre la base de la llamada “lista Tascón 12” entre 
otras vías, como en (2) lo penal. Este enlistamiento 
ya ha sido comprobado judicialmente ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el caso San 
Miguel Sosa y otras vs. Venezuela 13 (Human Rights 
Watch 14 hizo un análisis de esto.  También el Centro 
de Derechos Humanos de la Universidad Católica An-
drés Bello 15 ha hecho un claro estudio que pone en 
evidencia la situación).

La encarcelación es un crimen 
de lesa humanidad.
El crimen de encarcelación ha sido identificado en 
varios informes de (1) el Panel de Expertos 17 de la 
Organización de Estados Americanos (de ahora en 
adelante “OEA”), en el cual identifica varios críme-
nes atroces 18; (2) el Alto Comisionado 19 de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones Unidas 
(de ahora en adelante “ONU”); (3) Amnistía Inter-
nacional presentó un informe sobre las detenciones 
arbitrarias; y (4) el Foro Penal Venezolano hizo un 
informe detallado sobre la represión del Estado du-
rante 2018. De su parte, la Fiscal ante la Corte Penal 
Internacional (de ahora en adelante “Fiscal ante la 
CPI”) realiza un examen preliminar  de la situación 
de Venezuela, con base en las diferentes informacio-
nes que ha recibido de parte de víctimas y del go-
bierno. Dicho examen preliminar 20 tiene un alcance 
desde el 1º de Julio de 2002 hasta el presente. 

1) El panel de Expertos de la OEA ha dicho lo 
siguiente:

Informe de la Secretaría General de la Organi-
zación de los Estados Americanos y del panel 
de expertos internacionales independientes 
sobre la posible comisión de crímenes de lesa 
humanidad en Venezuela
Washington D.C., 29 de mayo de 2018. Pp. 151 y 152

l “…En Venezuela, la libertad personal únicamente 
puede ser restringida mediante una orden de apre-
hensión decretada por la autoridad judicial compe-

El enemigo “sustancial” según Carl Schmitt

“… Tal como afirmó Schmitt (1932), el enemigo ab-
soluto, sustancial o por naturaleza no es un adver-
sario que compite en forma igualitaria por el poder. 
Se trata del enemigo de guerra, es el hostis “… El 
enemigo no es, pues, el competidor o el opositor en 
general. Tampoco es enemigo un adversario privado 
al cual se odia por motivos emocionales de antipatía. 
"Enemigo" es sólo un conjunto de personas que, por 
lo menos de un modo eventual — esto es: de acuer-
do con las posibilidades reales — puede combatir a 
un conjunto idéntico que se le opone. Enemigo es 
solamente el enemigo público, porque lo que se re-
laciona con un conjunto semejante de personas — y 
en especial con todo un pueblo — se vuelve público 
por la misma relación. El enemigo es el hostis, no el 
inmicus en un sentido amplio... A quien lucha con-
tra un enemigo absoluto — sea este enemigo por 
clases, razas o el eterno y atemporal enemigo — ya 
de cualquier modo no le interesan nuestros esfuer-
zos en relación al criterio de lo político. Todo lo con-
trario: verá en ellos una amenaza a su actual fuerza 
combativa 16…”
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tente, siendo la única excepción que la persona sea 
sorprendida in flagrante delicto; así lo establece la 
Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela al disponer que ninguna persona pueda ser 
arrestada o detenida sino en virtud de una orden 
judicial218. 
l Los patrones sistemáticos de actuación que se ob-
servan en Venezuela en los actos, tanto de los cuer-
pos de seguridad del Estado como en los tribunales a 
cargo de las causas, evidencian un plan generalizado 
de detenciones y encarcelaciones arbitrarias en con-
tra de cualquiera que tenga una opinión contraria al 
Gobierno. Lo anterior ha resultado en el arresto de 
más de 12.000 personas desde abril de 2013 (cuan-
do inició el período presidencial de Nicolás Maduro) 
hasta el 28 de enero de 2018, según el Foro Penal 
219. Esto corresponde a 7 personas detenidas cada 
día, todos los días del año, durante cuatro años y 
medio. La lista completa de cada una de las más de 
12.000 personas detenidas se adjunta en el Anexo A. 
Los patrones sistemáticos de actuación que se obser-
van en Venezuela en los actos, tanto de los cuerpos 
de seguridad del Estado como en los tribunales a car-
go de las causas, evidencian un plan generalizado de 
detenciones y encarcelaciones arbitrarias en contra 
de cualquiera que tenga una opinión contraria al 
Gobierno. 
l Cuando se produce cualquier manifestación contra 
el gobierno, se activan mecanismos policiales y mili-
tares que involucran excesos en el uso de la fuerza 
en contra de manifestantes y personas en las cerca-
nías de éstas. Las detenciones se producen sin que las 
personas estén cometiendo delitos y sin que exista 
contra ellas una previa orden judicial de arresto. En 
algunos casos, las fuerzas de seguridad hasta detie-

nen a personas de sus viviendas, a las que ingresan 
sin orden de allanamiento y sin justificación legal al-
guna. Un ejemplo es el caso del conjunto Residencial 
conocido como “Los Verdes”, en la urbanización El 
Paraíso, en Caracas, del que se llevaron sin explica-
ciones a 16 personas el 13 de junio de 2017 220

A) Presos Políticos 
l Según un informe de la ONG Fundepro, el Gobier-
no del Presidente Maduro heredó de su predecesor 
una situación en la cual el gobierno mantenía nueve 
presos políticos. Sin embargo, terminó el año 2014 
con 96 presos políticos. El Régimen emplea el efec-
to “puerta giratoria”, es decir que mientras liberan 
a algunos presos políticos, encarcelan a un número 
similar, manteniendo en 2014-2016 un promedio 
mensual de aproximadamente poco menos de cien 
presos. Esto demuestra la absoluta falta de garantías 
jurídicas y es una situación en la cual las autoridades 
venezolanas detienen y encarcelan de manera arbi-
traria a quienes quieren y cuando quieren, y las libe-
ran o no, cuando quieren. 
l A partir de 2017, el número de presos políticos 
se disparó, alcanzando su número más alto el 11 de 
agosto de 2017, cuando el Régimen tenía recluido a 
676 presos políticos. Desde el 12 de febrero de 2014 
hasta el 24 de enero de 2018, Foro Penal ha docu-
mentado un histórico acumulado de 1321 presos por 
motivos políticos, de los cuales quedan aún más de 
200 privados de libertad. Las identidades completas 
de todas estas personas se encuentran en el Anexo B. 
l Las personas detenidas arbitrariamente y reteni-
das por el Régimen como presos políticos incluyen a 
activistas políticos, estudiantes, profesores, periodis-
tas, policías, militares, médicos, defensores de los de-

rechos humanos y todo tipo de ciudadano que sim-
plemente manifestaba por su derecho fundamental 
de protesta y por reclamar sus derechos consagrados 
en la Constitución que le han sido negados por el 
gobierno del Presidente Maduro. 
l Por ejemplo, durante las protestas de 2017, al 
menos 17 profesores universitarios fueron deteni-
dos arbitrariamente. Según un informe de la ONG 
Aula Abierta Venezuela, los motivos fueron de dis-
tinta naturaleza: desde publicación de ideas críticas 
en contra de las políticas públicas estatales hasta la 
participación en manifestaciones en contra del ac-
tual gobierno venezolano. De estos 17 profesores, 8 
fueron presentados ante la justicia militar, 6 ante la 
justicia ordinaria y 3 liberados desde los centros de 
detención de los cuerpos de seguridad.222…”
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2) La Oficina del Alto Comisionado de la ONU 
ha llegado a esta conclusión en su informe:

Informe de la Oficina del Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos. Violaciones de los Derechos Humanos en 
la República Bolivariana de Venezuela: una es-
piral descendente que no parece tener fin.
Junio de 2018. Páginas III y IV

Detenciones arbitrarias y violaciones de las ga-
rantías del debido proceso 
l “… El ACNUDH ha observado que, desde finales de 
julio de 2017, las fuerzas de seguridad, en particular 
los servicios de inteligencia, han seguido utilizando 
las detenciones arbitrarias e ilegales como una de sus 
principales herramientas para intimidar y reprimir a 
la oposición política o a cualquier persona que ma-
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nifieste su disidencia o descontento y que, en conse-
cuencia, sea considerada como una amenaza para el 
Gobierno. Sin embargo, estas detenciones han sido 
más selectivas que durante el período de las pro-
testas masivas. Entre las personas arbitrariamente 
privadas de libertad figuraban activistas políticos y 
sociales, estudiantes, defensores de los derechos hu-
manos, trabajadores de los medios de comunicación 
y miembros de las fuerzas armadas. Según los regis-
tros llevados por organizaciones de la sociedad civil, 
al menos 570 personas, incluidos 35 niños, fueron de-
tenidas arbitrariamente entre el 1 de agosto de 2017 
y el 30 de abril de 2018. 
l El ACNUDH ha comprobado la existencia de vio-
laciones recurrentes del debido proceso, como la 
detención en régimen de incomunicación, las desa-
pariciones forzadas breves, la imposición de grandes 
restricciones al derecho a una defensa adecuada y 
las demoras judiciales injustificadas. Según un abo-
gado entrevistado, “hablar de un proceso penal es 
ilusorio, porque no hay absolutamente ninguna ga-
rantía legal”. También se ha mantenido la práctica 
consistente en procesar a los civiles en los tribunales 
militares. En varios casos se ha privado de libertad a 
personas que ya estaban amparadas por una orden 
judicial de liberación. 
l Según interlocutores de la sociedad civil, al menos 
12.320 opositores políticos o personas consideradas 
como opositoras, o como amenazas para el Gobier-
no, fueron detenidos arbitrariamente entre enero de 
2014 y abril de 2018. De estas personas, más de 7.000 
fueron liberadas con la condición de que acaten una 
serie de medidas que restringían sus libertades. Si-
guen enfrentando largos procedimientos penales in-
coados en su contra, en algunos casos ante los tribu-

nales militares. Muchas de estas personas viven con 
el temor de ser detenidas nuevamente, y algunas 
han abandonado Venezuela.

Torturas, malos tratos y condiciones 
de detención.
IV. Para preparar este informe, el ACNUDH reunió 
información sobre más de 90 casos de personas que 
fueron arbitrariamente privadas de libertad antes, 
durante y después de la ola de protestas masivas de 
2017, y que estando detenidas fueron sometidas a 
una o más formas de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, muchas de las cuales podrían cons-
tituir formas de tortura. Los agentes de seguridad, 
notablemente los miembros del SEBIN, la DGCIM y 
la GNB, recurrieron a tales medidas para intimidar y 
castigar a los detenidos, así como para extraer confe-
siones e información. Los casos más graves tuvieron 
lugar por lo general en locales del SEBIN, la DGCIM y 
del ejército, en todo el país. Algunas personas fueron 
retenidas en lugares de detención no oficiales. Entre 
los actos de malos tratos y tortura documentados se 
incluyen la aplicación de descargas eléctricas, golpes 
fuertes, violaciones y otras formas de violencia se-
xual, asfixia con bolsas de plástico y productos quí-
micos, simulacros de ejecución y privación de agua. 
"No soy el único: hay muchas más víctimas en toda 
Venezuela", dijo un hombre que había sido detenido 
arbitrariamente y violado por agentes de seguridad. 
El ACNUDH también ha documentado casos de trato 
cruel, inhumano o degradante impuesto a familiares 
de los detenidos. 

V. El ACNUDH observó que las condiciones de de-
tención de las personas privadas de libertad no 

cumplían las normas internacionales básicas para 
el trato humano de los detenidos, y que a menudo 
constituían en sí mismas un trato cruel, inhumano 
o degradante. El hacinamiento es generalizado y 
las infraestructuras son insalubres. En muchos cen-
tros de detención de todo el país, los detenidos te-
nían un acceso limitado a los alimentos y el agua, 
incluida el agua potable, y sus familiares debían 
ocuparse de proporcionárselos. Además, el AC-
NUDH tomó conocimiento de que a varios deteni-
dos que se encontraban en malas condiciones de 
salud se les denegó la atención médica necesaria, 
lo que constituía una violación de sus derechos a 
la salud, a la integridad física y a ser tratados con 
humanidad. 

VI. Según pudo determinar el ACNUDH, la impuni-
dad por actos de tortura y malos tratos era predo-
minante, y las autoridades no han investigado de 
manera rápida y efectiva las denuncias verosímiles 
de tortura y malos tratos que recibían, lo que hu-
biera permitido procesar a los presuntos autores y 
proporcionar reparaciones a las víctimas. Los casos 
documentados por el ACNUDH, junto con la infor-
mación recogida, indican que los malos tratos y la 
tortura infligidos a personas privadas de libertad por 
haber expresado ciertas opiniones políticas o por ha-
ber ejercido sus derechos humanos no son incidentes 
aislados. Por el contrario, se ha documentado que las 
mismas formas de malos tratos han sido cometidas 
por agentes de diferentes unidades de seguridad 
en todo el país, en diferentes centros de detención 
y con el presunto conocimiento de oficiales superio-
res, lo que demuestra claramente la existencia de un 
patrón de conducta…”

17
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3) Amnistía Internacional se ha pronunciado 
de esta manera:

Silencio a la fuerza 21.
Detenciones arbitrarias por motivos 
políticos en Venezuela

“En un contexto de profunda polarización política y 
de un marcado deterioro social en los últimos años, 
Amnistía Internacional ha constatado la existencia 
de medidas arbitrarias por parte de los cuerpos de 
seguridad del Estado y del sistema de justicia vene-
zolano. Tales medidas apuntan a entorpecer la liber-
tad de expresión, de asociación y de participación 
política. Asimismo, afectan los derechos a la libertad, 
a la integridad personal y al debido proceso. Ante-
riormente, Amnistía Internacional ha denunciado 
públicamente detenciones arbitrarias por motivos 
políticos en Venezuela, a través de los llamados a la 
liberación de Leopoldo López y Rosmit Mantilla, am-
bos considerados como presos de conciencia 22. 
La organización, además, ha manifestado reiterada-
mente su preocupación por el incremento en la in-
vestigación y procesamiento de actores políticos y no 
políticos disidentes del gobierno actual 23.
En simultáneo, en los últimos años, han aumentado 
las denuncias de detenciones practicadas en mani-
festaciones pacíficas, tras acusaciones públicas en 
medios de comunicación, o incluso ante protestas 
espontáneas por la falta de comida y medicinas 24…”

4) El Foro Penal Venezolano 25 ha documentado 
la represión durante 2017

Foro Penal Venezolano
Reporte sobre la represión del Estado 
en Venezuela.

“El 2017 se caracterizó por ser un año sin preceden-
tes en cuanto a la represión en Venezuela. Desde 
enero de 2014, hasta el 31 de diciembre de 2017, 
han ocurrido 12016 detenciones con fines políticos. 
Particularmente, a partir del mes de abril de 2017 se 
intensificaron una serie de protestas en todo el país, 
convocadas por la Mesa de la Unidad Democrática 
venezolana, en las cuales participaron un gran nú-
mero de estudiantes, dirigentes políticos y miembros 
de la sociedad civil partidarios de la oposición, quie-
nes salieron a las calles a protestar diariamente. Pro-
ducto de esas protestas, se observó la respuesta abu-
siva y desproporcionada de los cuerpos de seguridad 
del Estado, incluso de grupos de civiles armados “co-
lectivos”. También se observó una conducta parciali-
zada, por parte de los órganos de administración de 
justicia, que actuaron siguiendo directrices de altos 
funcionarios del Gobierno, no ajustadas a derecho y 
quienes tuvieron en sus manos la libertad e incluso la 
vida de las personas consideradas como disidentes. 
Dentro del esquema de represión, destacaron, espe-
cialmente, 4 prácticas, las cuales fueron aplicadas sis-
temáticamente contra los ciudadanos, directamente 
dentro del marco de las protestas del año 2017: 

a) Asesinatos: Desde el inicio de la oleada de pro-
testas el día 1º de abril de 2017, al menos 102 per-
sonas fueron asesinadas como consecuencia directa 

de la represión de manifestaciones. Al menos el 73% 
de estos asesinatos ocurrieron mientras efectivos de 
los cuerpos de seguridad o “colectivos” estarían ac-
tuando. También desde el mes de abril, se suscitaron 
otros hechos relacionados, como saqueos, barricadas 
o linchamientos, con un saldo adicional de 34 perso-
nas fallecidas. 

b) Heridos: Destacaron entre los diversos traumatis-
mos reportados por manifestantes, los causados por: 
el impacto de balas, perdigones y por el impacto di-
recto de bombas lacrimógenas a quemarropa. Tam-
bién se evidenció un importante número de perso-
nas con impactos de esferas metálicas o de vidrio en 
el cuerpo, que causaron heridas de importancia. Se 
constató, además, gran cantidad de personas inclu-
yendo menores de edad y personas de edad avan-
zada, con asfixia, provocada por el uso excesivo de 
gases lacrimógenos y gas pimienta. 

c) Detenciones arbitrarias: Durante el primer trimes-
tre del año 2017 se reportaron 37 personas detenidas 
en total. Posteriormente, con el auge de las protestas 
opositoras a partir del mes abril, las cifras de deten-
ciones arbitrarias cerraron para el 31 de diciembre 
de 2017 en 5517 personas arrestadas. Ello evidencia 
una conexión entre las manifestaciones y los arrestos 
arbitrarios. 

d) Torturas y tratos crueles, inhumanos y degradan-
tes: Tal como se refleja en el reporte especial titu-
lado “Arremetida contra opositores. Brutalidad, tor-
tura y persecución política en Venezuela” realizado 
por Human Rights Watch y Foro Penal en Noviembre 
de 2017 26, el gobierno venezolano ha empleado en 
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forma sistemática fuerza brutal, incluidas torturas, 
contra manifestantes críticos del gobierno y oposi-
tores políticos. El informe de 73 páginas, documenta 
88 casos sobre al menos 314 personas, muchas de las 
cuales describieron haber sufrido graves violaciones 
de derechos humanos en Caracas y 13 estados entre 
abril y septiembre de 2017. Miembros de las fuerzas 
de seguridad golpearon violentamente a detenidos y 
los torturaron con descargas eléctricas, asfixia, agre-
siones sexuales y otras técnicas brutales. También 
emplearon la fuerza excesiva contra personas en las 
calles, y detuvieron y procesaron arbitrariamente a 
opositores del gobierno. Aunque no fue la primera 
arremetida contra críticos del gobierno de Nicolás 
Maduro, la magnitud y gravedad de la represión en 
2017 llegó a niveles inéditos en la historia reciente 
venezolana n

5. Asesinatos de enemigos

Así las cosas, el enemigo es cualquier “sospe-
choso” que sea etiquetado como opuesto al 

proceso revolucionario, donde solo hay “amigos” o 
camaradas. El efecto es que se generaliza la discrimi-
nación al resto de los habitantes que no entren en 
la categoría de amistad, compañerismo nepotismo y 
lealtad. En los ataques a la población civil que se ob-
servan poco a poco dejan de existir distingos de posi-
ción o clase social y, además, suelen ser atacados los 
sectores más pobres y excluidos mediante operativos 
como los de los Operativos de Liberación del Pueblo 
(“OLP”) 27 y la OLHP 28 realizados ahora por las FAES 
29, el CICPC 30 y otros organismos de seguridad, aun 
cuando se trata de una revolución socialista inspira-
da en la doctrina marxista-leninista de la “lucha de 
clases 31”: eso es lo que constituye la generalización 
de la conducta subsumible en el tipo penal, el motivo 
no es, aparentemente, político, luce como un conflic-
to territorial, de limpieza social y de lealtad.

Tales ejecuciones sumarias por su número y sistema-
ticidad pueden ser consideradas como crímenes de 
lesa humanidad en grado de asesinato. En Venezue-
la el principio de la violencia legítima en manos del 
Estado se ha desvirtuado totalmente y, en su lugar, 
se ha convertido en un patrón continuado, abusivo y 
criminal debido a la forma sistemática de irrespeto y 
abuso de los derechos humanos en la que ella se ejer-
ce constantemente, como política estatal. Adicional 
a ello, esta actividad que, en un principio fue selec-
tiva, pero se ha generalizado y extrapolado a todas 
las capas de la población, con mayor fuerza letal en-
tre los sectores más pobres y excluidos. Así, una ac-

tuación básica de todo Estado que procure el orden 
social y la convivencia pacífica se ha convertido en 
la causa eficiente del caos, la anomia y la violencia. 
El efecto es que lo legítimo se deslegitima a causa 
de este ejercicio absurdo, desenfrenado, constante, 
violento y cruel de la fuerza legal del Estado. 
El Ministerio Público develó este asunto en este in-
forme:

Ejecuciones extrajudiciales en el marco de las 
OLP según el Ministerio Público 32.

“La conceptualización de ejecuciones extrajudiciales 
ha venido desarrollándose paulatinamente, toda vez 
que los instrumentos internacionales no precisan ta-
xativamente qué debemos entender por las mismas. 
A través de la costumbre como fuente indirecta del 
derecho y de las distintas experiencias, la ejecución 
extrajudicial ocurre cuando se consuma la privación 
arbitraria de la vida por parte de agentes del Esta-
do, con la complicidad, tolerancia o aquiescencia de 
estos sin un proceso legal que lo justifique, bien en 
el ejercicio del poder del cargo que desempeñan, de 
manera aislada, con o sin motivación política, siendo 
más grave aún, como una acción derivada de un pa-
trón desvirtuado de índole institucional. Entendién-
dose entonces que estas ejecuciones extrajudiciales 
son llevadas a cabo fuera del sistema legal y, común-
mente, pertenecen a los delitos contra las personas 
especialmente la vida, bien protegido por el derecho 
internacional humanitario” n
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6. Después de la detención viene el suplicio de sufrir la cárcel

Así pues, en Venezuela es observable un patrón 
de detenciones arbitrarias en lo formal y lo ma-

terial, lo cual se ha convertido en un crimen de lesa 
humanidad: (1) lo primero porque se violan todos los 
estándares internacionales, constitucionales y lega-
les de garantía de los derechos humanos en cuanto 
se refiere a la detención legal por casos penales; y (2) 
lo segundo porque también se violan los parámetros 
internacionales, constitucionales y legales en todos 
los centros de reclusión. Así las cosas, los Tratados 
Internacionales, Protocolos y Declaraciones de los 
organismos internacionales encargados de la estan-
darización de los centros de reclusión son violados de 
forma flagrante y masiva: no hay un solo centro de 
reclusión que se destaque porque practique y man-
tenga las normas mínimas de respeto a la dignidad 
humana, sistematizadas en las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos 
(Reglas Nelson Mandela) 33. Adicionalmente, en tales 
antros la vida humana se hace insostenible, en virtud 
del hacinamiento, violencia y falta de condiciones 
mínimas de higiene. La consecuencia de este catas-
trófico problema es el envilecimiento y la degrada-
ción de los sujetos encarcelados 34. 

Las normas y principios constitucionales sobre los 
derechos civiles de todo ciudadano libre se violan 
de forma flagrante. Asimismo, la meta de la reha-
bilitación de los reclusos, establecida en el artículo 
272 constitucional, es una quimera que se ha vuelto 
inalcanzable.

sometidos a modalidades de privatización. En gene-
ral, deberá preferirse en ellos el régimen abierto y el 
carácter de colonias agrícolas penitenciarias. En todo 
caso las fórmulas de cumplimiento de penas no pri-
vativas de la libertad se aplicarán con preferencia a 
las medidas de naturaleza reclusoria. El Estado crea-
rá las instituciones indispensables para la asistencia 
postpenitenciaria que posibilite la reinserción social 
del ex-interno o ex-interna y propiciará la creación 
de un ente penitenciario con carácter autónomo y 
con personal exclusivamente técnico”.

Código Orgánico Penitenciario, artículo 4: “El 
Estado, a través del Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia penitenciaria, garantiza a 
las personas privadas de libertad el ejercicio y goce 
de los derechos humanos consagrados en la Consti-
tución, así como en los tratados y convenios interna-
cionales sobre derechos humanos, suscritos y ratifica-
dos por la República, excepto aquellos cuyo ejercicio 
esté restringido por la pena impuesta o por la medi-
da de privación judicial preventiva de libertad, y por 
las establecidas en el presente Código” 

Derechos constitucionales de los detenidos.

CRBV. Artículo 44: “Ninguna persona puede ser 
arrestada o detenida sino en virtud de una orden ju-
dicial, a menos que sea sorprendida in fraganti. En 
este caso, será llevada ante una autoridad judicial 
en un tiempo no mayor de cuarenta y ocho horas a 
partir del momento de la detención. Será juzgada en 
libertad, excepto por las razones determinadas por 
la ley y apreciadas por el juez o jueza en cada caso”.

COPP. Afirmación de la Libertad: Artículo 9°. Las dis-
posiciones de este Código que autorizan preventiva-
mente la privación o restricción de la libertad o de 
otros derechos del imputado o imputada, o su ejer-
cicio, tienen carácter excepcional, sólo podrán ser 
interpretadas restrictivamente, y su aplicación debe 
ser proporcional a la pena o medida de seguridad 
que pueda ser impuesta. Las únicas medidas preven-
tivas en contra del imputado son las que este Código 
autoriza conforme a la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela.

CRBV. Artículo 272: “El Estado garantizará un sis-
tema penitenciario que asegure la rehabilitación 
del interno o interna y el respeto a sus derechos 
humanos. Para ello, los establecimientos peniten-
ciarios contarán con espacios para el trabajo, el es-
tudio, el deporte y la recreación, funcionarán bajo 
la dirección de penitenciaristas profesionales con 
credenciales académicas universitarias, y se regirán 
por una administración descentralizada, a cargo de 
los gobiernos estadales o municipales, pudiendo ser 
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7. Resumen histórico de las detenciones arbitrarias en VenezuelaEn Venezuela el término “privado de libertad” es un 
eufemismo propio de la Neolengua (Canova y otros, 
2015) 35 oficial para disfrazar de humanización los tra-
dicionales sustantivos de detenido, recluso, preso o 
condenado. Para la política oficial, en realidad, el de-
tenido es etiquetado como un delincuente que está 
privado de todos sus derechos y cuando se trata de un 
preso político, su argumento falaz es decir que se trata 
de un “político preso”. Por esa razón crean falsos po-
sitivos con pruebas sembradas o, simplemente, inexis-
tentes y luego se les detiene bajo imputaciones de de-
litos económicos propios de la delincuencia organizada 
o se utilizan como comodines el delito de asociación o 
se tramitan ante la justicia penal militar n

Los problemas derivados de las detenciones ar-
bitrarias no son nuevos en Venezuela. Solo que 

ahora son peores, más extendidos, crueles e injusti-
ficables. En efecto, desde los tiempos de la Colonia y 
bajo el régimen absolutista de la Corona española y 
con gran influencia de la Santa Inquisición, imperó 
una visión inquisitorial de la justicia penal que justi-
ficaba la detención de todo “presunto culpable”, tal 
como exigía el procedimiento legal escrito y secre-
to. Luego se realizaban las investigaciones mediante 
tortura para fijar los hechos, obtener delaciones y 
extraer las confesiones. 

Han pasado más de 500 años y la tradición procesal 
inquisitiva pesa todavía sobre la mentalidad de mu-
chos en Venezuela (Fernández, 1999 36). No obstante, 
en 1998 se logró la incorporación del sistema acusa-
torio en el Código Orgánico Procesal Penal (“COPP”) 
y su constitucionalización en 1999. Luego, la reforma 
del COPP en 2012 mediante Decreto Ley fue un re-
troceso, tal como se deduce del Cuadro Comparativo 
del Centro de Derechos Humanos de la Universidad 
Católica Andrés Bello 37, debido a que no solo violó 
el principio de reserva legal de las normas penales y 
procesales, sino que se regresó a varias instituciones 
inquisitoriales. El resto, las malas prácticas policiales 
han sedimentado la vuelta a la detención por averi-
guaciones, a la tortura como vía ilícita para obtener 
confesiones y delaciones, además de toda una serie 
de vicios y corruptelas. 

En efecto, la reforma del sistema inquisitivo-mixto 
que existía en el Código de Enjuiciamiento Criminal 

(de ahora en adelante “CEC”) para adoptar el siste-
ma acusatorio, tal como lo instituyó el Código Orgá-
nico Procesal Penal (de ahora en adelante “COPP”), 
ha devenido en una nueva realidad al convertirse en 
una práctica más represiva y cruel con apariencia de 
formalidad y legalidad. Ello se vio fortalecido con la 
eliminación del escabinado y toda forma de participa-
ción ciudadana en el proceso penal en el año 2012 38.

Esta situación la diagnostica el Académico Dr. Alber-
to Arteaga Sánchez:

¿Presos sin proceso?
Por: Alberto Arteaga Sánchez

“En la más reciente jornada penitenciaria organi-
zada por el Observatorio Venezolano de Prisiones, 
con motivo del Día del Recluso, del centenario de 
Nelson Mandela y aniversario de sus reglas, Marino 
Alvarado, uno de los ponentes, experto en peni-
tenciarismo, defensor de los derechos humanos y, 
en particular, en incansable lucha por los encarce-
lados, añadió a las menciones conocidas de los pro-
cesados presos y condenados en prisión, la difusa 
categoría de los presos sin proceso, esto es, la de 
ciudadanos aprehendidos y que se encuentran “re-
tenidos” en organismos de seguridad sin ser pre-
sentados ante la Fiscalía y tribunales, simplemen-
te, por la decisión arbitraria de funcionarios que 
actúan al margen de la ley y que, por supuesto, 
incurren en el delito de privación de libertad con 
abuso de funciones.
En el pasado, ya no tan reciente, se hacía referen-
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cia a los atropellos de cuerpos policiales que prac-
ticaban detenciones arbitrarias y que luego, de-
clarado con lugar un habeas corpus y otorgada de 
inmediato la libertad, se consideraba procedente 
el enjuiciamiento de los funcionarios. Este era, por 
lo demás, el firme y reiterado criterio de la Fiscalía 
General, en la cual, su consultor jurídico por años, 
el respetado doctor Esteban Agudo Freites, había 
sentado tan rigurosa y acertada doctrina, seguida 
institucionalmente por el Ministerio Público.

Hoy, bajo un Código Orgánico Procesal, sin duda 
garantista en su concepción, aunque golpeado, ter-
giversado y en franca regresión por las reformas y 
prácticas instauradas contra legem y contando con 
un Código Penal que recogió el pensamiento ilumi-
nista y de protección a la libertad contra los abusos 
del poder, también afectado por reformas “revolu-
cionarias” que han pretendido vulnerar el principio 
de legalidad a la luz del día, se incurre en manifies-
tas conductas delictivas, sin asomo alguno de san-
ción para los responsables.

Así como la vida no vale nada, afirmación dura, 
pero cierta, ante la violencia desatada y los crí-
menes horrendos por motivos fútiles o innobles,  
como los llama el Código Penal o llevadas a cabo 
con “brutal ferocidad”, según denominación an-
terior, la libertad de los ciudadanos ha quedado 
a la absoluta discreción  de quienes disponen de 
ella, de manera tal que cualquier día, a cualquier 
hora, una comisión “policial” o “ad hoc” puede 
llevarnos presos para dejarnos en libertad en al-
gún momento, prorrogar nuestro encarcelamien-
to o iniciarnos un proceso con posterioridad, en-

cabezado por un acta que recoge la declaración 
de una “fuente viva de información” o “patriota 
cooperante”.

Un Estado de Derecho y de Justicia exige, como prio-
ridad, el respeto a la vida y a la libertad de los ciu-
dadanos y, sin tales garantías, solo quedamos bajo el 
imperio de la arbitrariedad, del abuso de poder y de 
la venganza privada.”

23 de julio de 2018 
Disponible en: http://www.el-nacional.com/noticias/
columnista/presos-sin-proceso_244851 

Durante la dictadura gomecista 39 y la de Marcos Pérez 
Jiménez 40, las persecuciones y detenciones arbitra-
rias fueron políticas de Estado notorias y sin disimulo 
contra los opositores. Luego, en la era democrática 
(1958-1999), la detención arbitraria era la manifesta-
ción del atraso institucional debido al sistema inqui-
sitivo procesal, así como también por la desidia, falta 
de inversión y de interés de los diferentes gobiernos 
en el sentido de carecer de una política criminal y 
penitenciaria 41 apropiada, ajustada a los estándares 
internacionales. Los presos por razones políticas que 
hubo durante el lapso democrático 1958-1998 fueron 
incluidos en el informe 42 de la Comisión por la Justi-
cia y la Verdad de Venezuela  43, dentro del contexto 
de la Lucha Armada decretada por el Partido Comu-
nista y otros grupos de la izquierda venezolana con 
apoyo de la URSS y Cuba. 

Desde el inicio de la era del Socialismo del Siglo XXI 
(1999-Actual) las cosas pasaron de mal a peor, tan-
to para los presos políticos como para los comunes o 

llamados “privados de libertad. No solo por la vio-
lación constante, clara y manifiesta respecto de las 
disposiciones constitucionales en todo lo referido a 
las detenciones, sino, además, por ser ahora parte 
de una política gubernamental dirigida a mantener 
un régimen institucionalizado de terror apoyado, 
entre otras manifestaciones, en el “pranato”, que es 
una variante del crimen organizado que se expresa 
en delitos de extorsión, soborno y sicariato dentro y 
fuera de las cárceles. 

En Venezuela, a pesar de las normas constituciona-
les y procesales sobre la presunción de inocencia, 
se mantiene y practica el principio de culpabilidad 
(todo detenido se presume culpable, hasta que se 
determine su inocencia, lo cual no suele ocurrir de-
bido a que muchos casos no llegan a juicio); se detie-
ne para investigar, no porque se haya investigado. 
La detención preventiva, de forma arbitraria, es un 
castigo anticipado y sin juicio. La misma suele ejecu-
tarse con gran despliegue de funcionarios armados 
y encapuchados, a veces acompañados de medios 
de comunicación oficial, a manera de espectáculo y 
propaganda de las campañas de seguridad. 

La detención arbitraria, con gran despliegue de 
fuerza, también es una advertencia ejemplarizan-
te e intimidante para terceros. Es una forma de 
terrorismo 44 de Estado. A ello se une el hecho de 
ser una fuente de negocios y corruptelas producto 
de las sórdidas condiciones de reclusión: el soborno 
extorsivo se convierte en una gran industria. En las 
cárceles y centros preventivos policiales todo tiene 
un precio o vacuna: alimentos, protección, medici-
nas, tratamientos médicos, traslados a tribunales, 
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Definición oficial de terrorismo de Estado 45

“… 2. La represión como política de terrorismo de 
Estado en Venezuela (1958-1998) … Es el desarrollo 
sistemático de una política de violencia, orientada a 
inducir miedo y terror en la población civil; para im-
poner obediencia y sumisión. Tiene, entre sus objeti-
vos, exterminar al adversario y al disidente político. 
Se caracteriza por la violación permanente de los de-
rechos humanos, dominio militar sobre la autoridad 
civil y predominio por parte del Estado de los valores 
bélicos en la sociedad. Esto se manifestó, en el caso 
venezolano que nos ocupa, en la suspensión de las 
garantías constitucionales; creación de decretos que 
suspendieron los derechos fundamentales; censura 
a la información; represión desproporcionada hacia 
los movimientos disidentes; torturas, ejecución ex-
trajudicial, masacres, persecución ilegítima, asesina-
tos, detenciones, desaparición forzada, bombardeos 
a poblaciones campesinas, cercos militares a liceos, 
universidades, barriadas y zonas campesinas. Asimis-
mo, todo el accionar anterior fue acompañado por 
campañas de terror psicológico hacia la población, 
expresadas en una represión generalizada, estigma-
tización de las luchas por reivindicaciones populares, 
redadas permanentes en los barrios, toma militar por 
parte de los cuerpos policiales de esas barriadas con 
gran despliegue, en algunos casos, de funcionarios 
militares…”

etc., pasan por las cadenas de pagos a funcionarios y 
“pranes” para obtener el más básico derecho. 

Definición oficial de terrorismo de Estado:

Así las cosas, las detenciones arbitrarias en Venezue-
la dejaron de ser episodios individuales de violacio-
nes de derechos humanos individualizados, coyuntu-
rales o esporádicos, para convertirse en un hecho de 
masas, con un patrón de encarcelaciones de forma 
sistemática y generalizada. Es una política de Estado 
que involucra a todas las ramas del Poder Público y 
las formas paralelas de represión (los llamados co-
lectivos, los patriotas cooperantes y las fuentes vivas 
de información que participan en las actividades de 
denuncias anónimas, los ataques y acoso a la socie-
dad civil). En tal sentido, tales formas de actuación 
constituyen un ataque permanente y orquestado en 
contra de la población civil indefensa. Es un plan de-
liberado y consciente. El móvil de estos ataques es, 
en esencia, político. Se trata de una operación po-
lítica de terrorismo de Estado, no de la actuación 
aislada de algún funcionario. En ese sentido, es la 
consecuencia de otro crimen de lesa humanidad: el 
de persecución contra “enemigos sustanciales” moti-
vada políticamente. Además, se ha generalizado has-
ta alcanzar a poblaciones no activas en lo político, 
pero que representan alguna actuación potencial o 
real de protestas sociales contra las políticas públicas 
o por la falta de servicios de cualquier tipo. También 
puede ser influyente la falta de lealtad con los orga-
nismos de gobierno o la ocupación de territorios no 
contralados por el gobierno n

8. Etiquetar como forma 

de persecución 

y antesala de la encarcelación

En Venezuela, el etiquetamiento 46 forma parte de 
una política de Estado para dividir a la sociedad. En 
tal sentido, se ha aplicado una demarcación sociopo-
lítica, según la cual quien no participe o se oponga 
al proceso revolucionario de construcción del socia-
lismo se le considera “enemigo sustancial”.  La ma-
nifestación más evidente de esta forma de hacer po-
lítica y de etiquetar al enemigo es la calificación de 
“escuálido 47”, dentro de la implementación de una 
neolengua 48, término aparentemente inocuo y de 
poco uso en español, pero que sirve para definir sim-
bólicamente la identidad del enemigo y el terreno 
de cada quién en Venezuela. La división de la socie-
dad en amigos y enemigos tiende a polarizarse 49 en 
grado extremo, lo cual es el campo propicio para la 
realización de ataques a esa parte de la población 
civil ya identificada como el enemigo. Luego de la 
encarcelación suelen venir los asesinatos llamados 
“politicidios 50” y masacres como la del ex agente del 
CICPC Oscar Pérez y otros 51. También podría hablar-
se de democidio 52. A todo evento, en esto casos se 
cumplen las mismas 10 etapas de un genocidio (Stan-
ton 1996, 2013 53).

Definición oficial de masacre:

Concepto oficial de masacre 54

“La Comisión por la Justicia y la Verdad, durante todo 
el período investigado, logró verificar recurrentes ac-
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ciones de organismos gubernamentales y fuerzas po-
liciales, militares, paramilitares y parapoliciales, que 
se inscriben en lo que el artículo 7, numeral 13, de 
la Ley para Sancionar los Crímenes, Desapariciones, 
Torturas y otras Violaciones de los Derechos Huma-
nos por Razones Políticas en el Período 1958-1998, 
define como masacre. A saber:

Actos atroces de terrorismo de Estado, caracteriza-
dos por un concurso de delitos con pluralidad de 
víctimas previamente planificado y ejecutado por los 
organismos de seguridad del Estado, en combinación 
con otras fuerzas militares o policiales, o por grupos, 
cuya actuación se produce por complacencia del Es-
tado y que su objetivo es el exterminio de grupos o 
poblaciones, violando leyes, acuerdos, tratados, pac-
tos y convenciones internacionales de los derechos 
humanos y el derecho internacional humanitario.

En el presente Informe, utilizamos este sentido 
amplio de la palabra masacre; esto es, como una 
acción violenta del Estado, orientada al asesinato 
de varias personas. Suele convenirse, que su núme-
ro sea de tres o más individuos asesinados, pero 
el número de víctimas a veces resulta irrelevante 
en proporción a la importancia que cobran otros 
elementos, a saber: 1) se caracteriza por el uso des-
proporcional de las fuerzas del Estado; 2) la inde-
fensión de las víctimas, la crueldad de la acción y su 
evidente premeditación y planificación (la masacre 
va dirigida a sujetos y objetivos identificados pre-
viamente); 3) busca, entre otros objetivos, generar 
miedo en la población, imponer la dominación po-
lítica de un modelo de sociedad y la eliminación 
física del adversario político…”

El crimen de persecución se patentiza en la notoria 
división de la sociedad en amigos y enemigos. Así, la 
pertenencia al partido de gobierno PSUV, la cúpula 
militar y sus familiares permite acceder a los privile-
gios, especialmente a cupos de alimentación 55, re-
muneraciones y cantidades de dinero en efectivo y 
otra serie de manifestaciones corruptas de conseguir 
lealtad política 56. Del resto, no pertenecer a esas 
agrupaciones implica ser discriminado en cuanto a 
derechos se refiere.

En Venezuela, vemos cómo muere el derecho penal 
del ciudadano y es sustituido por un derecho penal 
del enemigo para todos los delitos con la desapari-
ción del llamado "delito común" que ha sido susti-
tuido por la norma expresa de la Ley Orgánica con-
tra la Delincuencia Organizada y el Financiamiento 
del Terrorismo (de ahora en adelante “LOCDOFT”), 
que debería concentrarse exclusivamente en ban-
das, pandillas o grupos organizados en actividades 
económicas delictivas, pero que integra a todos los 
delitos tipificados en el Código Penal y demás leyes 
penales especiales (más de 900 en más de 80 leyes). 
La LOCDOFT es complaciente con las bandas locales 
y eximente de toda responsabilidad penal, civil y ad-
ministrativa con el Estado y sus empresas, pero persi-
gue a toda persona jurídica privada (empresas, ONG, 
partidos, sindicatos, etc.) por los mismos hechos.  Es 
evidente que esa impunidad por inmunidad legal es 
el medio propicio para la corrupción y para come-
ter todo tipo de abusos a los derechos humanos, sin 
tener posibilidades legales de enjuiciamiento a los 
culpables n

9. Régimen legal 

de la detención ilegítima

Detener arbitrariamente a un ciudadano es un 
delito menos grave insignificante en el Código 

Penal venezolano, una bagatela. Su procesamiento 
penal se hace ante un Tribunal de Municipio, lo cual 
hace inoperante su castigo legal y se convierte en 
un incentivo para seguir cometiéndolo.
El Código Penal venezolano tipifica el delito de pri-
vación ilegítima de la libertad personal, así:

Código Penal: delito de privación ilegítima 
de la libertad

Artículo 176. El funcionario público que con abu-
so de sus funciones o quebrantando las condicio-
nes o las formalidades prescritas por la ley, priva-
re de la libertad a alguna persona será castigado 
con prisión de cuarenta y cinco días a tres y medio 
años; y si el delito se ha cometido con alguna de las 
circunstancias indicadas en el primero y segundo 
apartes del artículo precedente, la prisión será de 
tres a cinco años. 
En el caso previsto en el último aparte del artículo 
174, la pena será de diez meses a dos años y me-
dio n
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10. El delito de violación 

de tratados internacionales

La violación de tratados internacionales es un de-
lito de derecho internacional tipificado en el Có-

digo Penal. Se trata de un delito menos grave que 
deberá perseguirse por ante los Tribunales de Muni-
cipio. Es un delito bagatela. Ello hace que no esté en 
las prioridades del Ministerio Público.

Además, es un delito abierto en cuanto a que se 
debe precisar que haya alguna consecuencia para la 
República, como efecto de la violación del tratado o 
convención de la cual se trate. Estas consecuencias 
pueden ser militares, políticas, diplomáticas, judicia-
les, o de cualquier otra índole no determinada.
Artículo 155 del Código Penal

“Incurren en pena de arresto en Fortaleza o Cárcel 
Política por tiempo de uno a cuatro años:

1. Los venezolanos o extranjeros que, durante una 
guerra de Venezuela contra otra Nación, quebran-
ten las treguas o armisticios o los principios que 
observan los pueblos civilizados en la guerra, como 
el respeto debido a los prisioneros, a los no comba-
tientes, a la bandera blanca, a los parlamentarios, 
a la Cruz Roja y otros casos semejantes, sin per-
juicio de lo que dispongan las leyes militares que 
se aplicarán especialmente en todo lo que a este 
respecto ordenen.

2. Los venezolanos o extranjeros que, con actos de 
hostilidad contra uno de los beligerantes, cometidos 
dentro del espacio geográfico de la República, que-

branten la neutralidad de ésta en caso de guerra en-
tre naciones extrañas.

3. Los venezolanos o extranjeros que violen las Con-
venciones o Tratados celebrados por la República 
de un modo que comprometa la responsabilidad de 
ésta” (subrayado nuestro) n

11. Patrones y modus operandi 

observables en el crimen 

de encarcelación

Son diversas las manifestaciones repetidas y sis-
temáticas dentro de esta política de Estado, las 

cuales pueden ser agrupadas como partes de un plan 
de ataque. Las mismas son identificables en el medio 
forense, especialmente, en la experiencia cotidiana 
de abogados defensores y ONG de derechos huma-
nos. 
Los patrones y modus operandi más evidentes son:
1. La libertad como excepción, la prisión como regla. 
Se presume la culpabilidad y no la inocencia del de-
tenido. La detención es el castigo, es una condena 
anticipada.
2. Campaña difamatoria e injuriosa en los medios 
públicos etiquetando y descalificando a la persona 
y vinculándola a hechos delictivos (golpe, violencia 
política etc.). Dicha campaña puede ser iniciada por 
el Presidente de la República o por cualquier otra fi-
gura destacada del gobierno o del partido oficialista. 
3. Detenciones sin flagrancia y sin orden judicial. 
Vías de hecho y violencia manifiesta, la cual se cono-
ce por videos hechos por las víctimas, sus familiares 
o vecinos o los sistemas de seguridad instalados en 
inmuebles. Para obviar los requisitos de la flagrancia 
o la orden judicial se ha creado el precedente juris-
prudencial del delito permanente 57. 
4. Siembra de pruebas incriminatorias durante alla-
namientos o detenciones.
5. Detenciones antes, durante o después de un alla-
namiento al hogar o a la oficina, sin cumplir las exi-
gencias procesales del COPP. Suelen ocurrir hurtos de 
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bienes muebles de la persona allanada o de sus fami-
liares. No se conocen casos de procesamiento penal o 
disciplinario a los funcionarios involucrados.
6. Negativas y desinformación del paradero del de-
tenido (desaparición forzada). Incomunicación del 
detenido por períodos indeterminados. Esto es, sin 
contacto alguno con sus abogados y familiares. Ne-
gativa de las visitas.
7. Obstáculos para que se comunique con sus familia-
res. Luego de que cesa la incomunicación, el contacto 
personal con sus familiares está sujeto a todo tipo de 
obstáculos: inspecciones corporales, tratos despecti-
vos, actos lascivos y humillaciones, entre otros.  
8. Obstáculos para que se pueda entrevistar el dete-
nido con abogados y, como algo excepcional, entre-
vista con un soldado o custodio presente.
9. Presiones a detenidos y familiares para que no so-
liciten apoyo de organizaciones de derechos huma-
nos. Adicionalmente, obstáculos de todo tipo para la 
defensa de los derechos humanos n

12. Patrones en los procesos judiciales

1. Obstáculos para acceder a los expedientes. Los 
abogados y defensores de derechos humanos están 
impedidos de ejercer una buena defensa: los expe-
dientes no están accesibles y no se saben las impu-
taciones a sus defendidos con las cuales actúan las 
autoridades. 
2. Negación de pruebas o no valoración de las prue-
bas. Se niegan las pruebas de la defensa y se admiten 
pruebas forjadas o absurdas.
3. El caso transita hasta las audiencias con las prue-
bas sembradas o forjadas, sin que se anulen incluso 
en casos obvios de improcedencia o contaminación. 
4. Imposición forzada de defensa pública, en contra 
del deseo del detenido de contar con una defensa 
privada de confianza o de una ONG.
5. La persona se presume culpable. La víctima debe 
demostrar su inocencia, lo cual se vuelve una prueba 
imposible, debido a que está en prisión y las pruebas 
fiscales suelen ser falsas o sembradas. 
6. Imputación del delito de asociación en personas 
que no se conocían con la única finalidad de privar 
de libertad. Adicionalmente, el delito de asociación 
tiene severos problemas de tipicidad, pero se usa 
como comodín contra partidos políticos, entre otras 
formas de asociación lícita.
7. Indiferencia de los jueces ante denuncias, mal-
tratos y torturas que conocen en audiencia. Incluso 
en situaciones ultrajantes del detenido, quien suele 
desnudarse parcialmente para que el Juez vea las le-
siones sufridas. Lo insólito es que los jueces y fiscales 
permiten que el detenido vuelva a su prisión donde 
fue torturado y que sea custodiado, nuevamente, 
por sus verdugos.  

8. Restricciones a la libertad con violación de dere-
chos. Una vez que se decreta una que otra excarcela-
ción se prohíbe todo tipo de derecho a la libre expre-
sión, reunión, manifestación, etc. 
9. No procesamiento de recursos de habeas corpus, 
con lo cual se viola la Constitución, el COPP y Trata-
dos Internacionales.
10. Exigencias coactivas de pagos por servicios que 
son gratuitos según la ley o por satisfacer una nece-
sidad básica, como traslados a los tribunales, protec-
ción personal, etc n
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13. Arbitrariedades 

más recientes detectadas

1. Desapariciones forzadas exprés, es decir, luego 
de la detención arbitraria, se niega por algunos 
días la información sobre su paradero o lugar de 
reclusión a los familiares, abogados y ONG durante 
varios días.
2. No se presenta la persona detenida ante un tribu-
nal, con lo cual la detención arbitraria recrudece en 
su perversidad, habida cuenta de que se impide el 
control judicial.
3. Negación de libertades a pesar de órdenes judicia-
les en varios casos en los cuales el Fiscal no formula 
cargos y el tribunal expide una orden de excarcela-
ción, los organismos policiales o militares incumplen 
con la orden.
4. Uso ascendente de la justicia militar a civiles, en 
abierta contradicción con normas constitucionales y 
estándares internacionales, y, lo peor, en un país sin 
guerra.
5. Mayor presencia del organismo de contra-inteli-
gencia militar (“DGCIM”) en las detenciones a civiles, 
las cuales se caracterizan por su rudeza, uso excesivo 
de la fuerza y ausencia de orden judicial.
6. Se han visto casos de destierro como condición de 
la excarcelación. El destierro está prohibido por la 
Constitución n

14. Otros problemas generales 

en la administración de justicia.

1. Discriminación en el trato de asuntos jurídicos, lo 
cual se traduce en obstáculos tales como formalismos 
inútiles y cargas materiales de todo tipo ante la insu-
ficiencia de papelería, tóner para las impresoras, etc. 
2. Retardo procesal considerable en casos que pue-
dan tener impacto negativo a la gestión de gobier-
no. Diferimiento de los traslados a tribunales y au-
diencias en número desproporcionado de veces y sin 
justificación alguna.  
3. Eliminación por la vía jurisprudencial y en los he-
chos del amparo constitucional contra altos funcio-
narios y del contencioso administrativo, lo cual gene-
ra todo tipo de indefensión frente a los abusos y vías 
de hecho en violación de derechos humanos.
4. La defensa del Estado como principio a costa de 
los derechos del ciudadano, lo cual se evidencia en 
los privilegios legales y de hecho que se han creado 
en perjuicio de los ciudadanos.
5. Corrupción y extorsiones para obtener excarce-
laciones, agilizar los casos o dictar decisiones, entre 
otros hechos n

15. Un motivo de encarcelación 

sin pruebas: el delito 

de asociación

El delito de asociación es una grave limitación 
del derecho humano de asociarse libremente. 

Este derecho está consagrado en la Constitución. 
Asociarse de cualquier forma con otros es uno de 
los fundamentos de la vida en sociedad. No existen 
personas sin sociedad humana. La vida en sociedad 
es la base de la cultura y de las naciones. Por eso 
deben protegerse todas las formas legítimas de aso-
ciación.

El tipo penal de “asociación”, a secas, se encuentra 
tipificado como un delito grave en el artículo 37 
de la Ley contra la Delincuencia Organizada y el 
Financiamiento del Terrorismo (“LOCDOFT”) que 
reza así: “Quien forme parte de un grupo de de-
lincuencia organizada, será penado o penada por 
el solo hecho de la asociación con prisión de seis 
a diez años.” Esta ley se debe a los compromisos 
internacionales de la República derivados de la fir-
ma, ratificación y la Ley Aprobatoria de la Conven-
ción de la ONU contra la Delincuencia Organiza-
da Transnacional (“Convención de Palermo”). Tal 
instrumento internacional tiene como propósito 
atacar la economía ilícita de la criminalidad orga-
nizada. No obstante, el legislador venezolano se 
extralimitó en su tipificación, al violar derechos 
humanos y confundir los delitos comunes con los 
organizados. En la práctica se presta a todo tipo 
de abusos contra ciudadanos comunes y aquellos 
etiquetados como enemigos.
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La Convención de Palermo, constituye un esfuerzo 
para defender a la sociedad de los ataques de gru-
pos organizados que afectan a la economía privada 
y de los Estados. Según la motivación con la cual 
se suscribió, se trata de proteger a la sociedad civil 
de las amenazas de la sociedad “incivil” como dijo 
Koffi Anan 58.

En la derogada LOCDO de 2005, el artículo 6 preveía 
este delito menos grave con un mínimo de garantías. 
Decía así: “Artículo 6. Quien forme parte de un gru-
po de delincuencia organizada para cometer uno o 
más delitos de los previstos en esta Ley, será castiga-
do, por el sólo hecho de la asociación, con pena de 
cuatro a seis años de prisión.” Como se puede apre-
ciar, el tipo penal derogado ataba la circunstancia 
asociativa a la comisión dolosa de uno o más delitos 
organizados, de tipo económico.

El delito in comento prohíbe formar parte de un 
grupo de delincuencia organizada. Así, ese hecho 
es autónomo de cualquier otro delito o que la in-
tención de pertenecer al grupo delincuente sea la 
de cometer delitos. En tal sentido, la asociación es 
diferente al delito de agavillamiento, que consiste 
en una banda de dos o más personas para cometer 
delitos de cualquier tipo, los cuales deben ser preci-
sados y probados por el Ministerio Público, así como 
la permanencia de la gavilla, lo que exige un míni-
mo de precisión y seguridad jurídica. En cambio, el 
delito de asociación, por el solo hecho de pertene-
cer a la agrupación “etiquetada” como delincuen-
cia organizada se considera cometido el delito, de 
forma instantánea, no concurrente con otro delito. 
La Convención de Palermo es mucho más restrictiva 

y ajustada al Derecho en tanto que requiere que la 
asociación se efectúe con el deliberado propósito 
de delinquir y obtener un lucro ilícito o el blanqueo 
de activos 59.

En un país como Venezuela en el que se aplica de 
forma arbitraria el derecho penal del “enemigo”, 
el tipo penal de asociación es un grave preceden-
te y un enorme riesgo legal para todos los ciuda-
danos, porque quienes detentan el poder formal 
pueden abusar discrecionalmente para atacar a los 
miembros de la sociedad civil, bajo la fachada de 
legalidad.

Este delito de asociación es una clara amenaza a los 
derechos humanos, adolece de varios defectos jurídi-
cos en su diseño y no cumple con los estándares in-
ternacionales relacionados con el concepto de “gru-
po delictivo organizado”.

Según la doctrina garantista podemos concluir que 
la asociación es trata de un delito propio del de-
recho penal de “autor”, donde lo que importa es 
quién es el autor, no el hecho ni la conducta y tam-
poco el dolo. Se trata de un delito de responsabi-
lidad objetiva, algo abominable. (Ver el caso del 
Diputado Freddy Guevara que ejemplifica esta afir-
mación: Caso AA10-L-2017-000112, disponible en: 
http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/tplen/noviem-
bre/204801-69-31117-2017-2017-000112.HTML. Ver 
también los casos de los Diputados Juan Requesens 
y Julio Borges, sentencias 48 y 49, respectivamente, 
disponible en: http://www.tsj.gob.ve/es/web/tsj/deci-
siones#0). En tal sentido, basta el “etiquetamiento” 
de un grupo humano como de delincuencia organi-

zada para que se cierna sobre sus miembros la perse-
cución penal. Así, en el supuesto caso que se “etique-
te” a una ONG, empresa, partido político, sindicato 
o simplemente, un grupo cualquiera de asociación 
ilícita sería suficiente para subsumir ese hecho en el 
tipo penal.

Así las cosas, este delito ha sido usado como un co-
modín en diferentes imputaciones ilegales y por di-
ferentes motivos extrajurídicos, bien sean políticos o 
militares, es decir, para delitos no económicos, que 
no sean propios de la delincuencia organizada y, 
también, para procesar delitos comunes.

El fin, además, de la inconstitucionalidad manifies-
ta del delito de asociación, también es moralmente 
inaceptable. Su uso como comodín para reprimir a 
todo grupo o entidad que sea “etiquetado”, sin que 
medie un hecho delictivo en concreto, es un incenti-
vo para la arbitrariedad y la extorsión n
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16. Estigmatización del enemigo

El término sociológico estigma 60 se debe a Er-
ving Goffman (1963) quien describió el uso de la 

palabra para los procesos de etiquetamiento social. 
Se trata de una marca indeleble que desacredita, se 
basa en el estereotipo de lo indeseable o despre-
ciable. El estigma es un signo o marca que margi-
na y excluye. Es la representación el mal absoluto 
en sí mismo. Se asimila al proceso de satanización 
o demonización: ambos términos han sido descri-
tos como un discurso político de odio. Se usa como 
arma verbal de ataque a un opositor o “enemigo”. 
Ambos términos son sinónimos de una campaña de 
desinformación y propaganda política de destruc-
ción de una persona o grupo. Satanizar es el pro-
ceso de comparar con el demonio o satanás a un 
tercero, culpable del mal acontecido. Según este 
proceso se sataniza a un tercero como representa-
ción del mal absoluto. 

El estigma se realiza mediante la deshumanización, 
injurias e insultos 61 al enemigo: La manera de jus-
tificar el tratamiento jurídico de enemigo a todo 
opositor al gobierno “socialista” ha sido bajo el ar-
gumento de que existe una “guerra económica”, 
expresada en la persecución de políticos opositores, 
manifestantes, empresarios y cualquier otro tipo de 
líder social o integrante de una ONG o un sindica-
to, quienes sean señalados con eufemismos, insultos 
y epítetos como “escuálidos”, “enemigos de clase”, 
“burgueses”, “fascistas” “ultraderechistas”, “apá-
tridas”, “traidores”, “oligarcas”, “parásitos”, “sifri-
nos”, “pelucones”, además de  otros epítetos y eu-
femismos violentos dentro de lo que el gobierno ha 

llamado la "guerra económica”. También las acusa-
ciones, descalificaciones, amenazas, injurias e insul-
tos sirven al cometido de estigmatizar y demonizar al 
enemigo que se quiere destruir. Algunos de los más 
usados han sido: “estúpidos”, “imbéciles”, “hipócri-
tas”, “demonios”, etc.

Dentro de esta actividad psicológica es notoria la seña-
lización de chivos expiatorios o culpables de los males 
nacionales: se trata de la culpabilización de un tercero 
por los males que uno sufre. Es un locus de control ex-
terno que permite auto-excusarse de algún problema 
causado por la propia torpeza o por acontecimientos 
sobrevenidos. René Girard 62 (1982) vincula este pro-
ceso con el sentimiento de culpa volcado sobre otros y 
no sobre sí mismo. Una situación que patentiza lo que 
afirmamos es la de los empresarios, quienes son cul-
pados del desabastecimiento 63. Mientras más apresan 
empresarios y gerentes, peor es el problema. La razón 
es clara: no hay producción debido a las expropiacio-
nes sin indemnizaciones. Luego, las empresas expro-
piadas quiebran en manos de funcionarios públicos y 
militantes del partido de gobierno.

A manera de ilustración del proceso de causalidad 
que lleva a los crímenes de encarcelación y los de-
más que concurren se puede ver el diagrama si-
guiente.

La encarcelación, variante punible de la detención 
arbitraria, es un crimen de lesa humanidad tipificado 
en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacio-
nal (ver más abajo).

1. División de la sociedad: amigos vs. enemigos; chavistas vs. escuálidos; 
patriotas vs, apátridas; camaradas vs. fascistas. Uso intensivo de redes 
y medios de comunicación oficiales y comunales. Cadenas oficiales de 
medios y hegemonía comunicacional del Estado.

2. Etiquetamiento de los “escuálidos”, simbolización, difamación e inju-
ria, estigmatización, satanización, chivos expiatorios, deshumanización. 
Uso y abuso de propaganda destructiva y difamante en medios oficiales 
y comunales. Propaganda.

3. Persecución, inhabilitación política, muerte civil. Derecho administra-
tivo y penal del “enemigo”. Ausencia de información oficial de casos y 
estadísticas de presos en Venezuela.

4. Encarcelación, detención arbitraia, violación del debido proceso sin 
juicio, falsos positivos, imputaciones ilógicas o sin subsunción legal: jus-
ticia militar, de “plastilina” o juicios “farsa”. Admisión de los hechos for-
zada. Allanamiento: hurto de bienes.

5. Desaparición forzada exprés. Incomunicación y aislamiento de fami-
liares en lugares desconocidos. Extorsión.

6. Tortura, tratos crueles y degradantes durante las detenciones.

7. Condiciones infrahumanas de las cárceles. Hacinamiento. Hambre y 
violencia. Pagos extorsivos de protección, servicios y comodidades. Dife-
rimiento de audiencias de juicio sin justificación.

8. Violación y cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad com-
parable.

9. Libertad condicionada, casa por cárcel, prohibiciones: de salida del país 
o destierro (no volver al país), de hablar a la prensa, de reunión o asocia-
ción, etc. Efecto de puerta giratoria: pocos salen - muchos entran.

10. ¿Qué vendrá después?

Diagrama que describe el iter criminis de las encarcelaciones y 

detenciones arbitrarias en Venezuela, sus causas y efectos.

_
_

_
_

_
_

_
_

_
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17. Militarización de la justicia penal y de la seguridad ciudadana

Dentro de las manifestaciones del Estado Dual 64 
se encuentra la militarización de los espacios 

institucionales.  Todo comenzó con la alianza “cívico 
militar”. El corolario es la predominancia de lo béli-
co sobre lo civil. En Venezuela, la justicia penal está 
militarizada y obedece a los principios y estrategia 
de la guerra. Eso quiere decir que hay un tránsito del 
enemigo político al enemigo militar. Desde el punto 
de vista cualitativo es un empeoramiento, pero re-
sulta consistente con la militarización de todos los 
aspectos de la vida institucional donde todo está mi-
litarizado en Venezuela: el poder político y control 
de las armas, la seguridad pública y la dirección de 
las policías, así como el entrenamiento de los colec-
tivos paramilitares, la economía con el concepto de 
“guerra económica” y control de instituciones bási-
cas como SUNDE, PDVSA y CAMINPEG, entre otras. El 
corolario de todo ello es utilizar la legislación militar 
y los tribunales de guerra en la administración de jus-
ticia militar para combatir al “enemigo interno”.

La naturaleza institucional de una fuerza armada 
es militar, profesional y NO deliberante en materia 
política. Esa es una condición exclusiva y excluyente. 
Los oficiales militares no pueden ser, simultáneamen-
te, activistas, militantes, actores políticos ni jueces 
de civiles. Si un oficial militar desea participar en la 
política debe abandonar su uniforme y entregar el 
mando y las armas. Los ciudadanos de este país repu-
dian expresiones que vinculen a las Fuerzas Armadas 
Nacionales a la actividad política como esta: “las FAN 
son bolivarianas, revolucionarias, antiimperialistas, 
socialistas y chavistas ” 65.

Otro tema que debe ser modificado urgentemente 
es la naturaleza de componente militar de la Guardia 
Nacional encargada y líder de los organismos policia-
les de seguridad, la cual es el agente de “la coope-
ración en el mantenimiento del orden interno” y, en 
tal sentido, sus integrantes deben tener una forma-
ción de guardia civilista y actuación disuasiva. En nin-
gún caso pueden auto-considerarse como soldados 
que causan bajas al “enemigo interno” mediante 
ataques que ocasionen muertos y heridos, sino como 
guardias civiles o gendarmes del orden público, tal 
como se hace y concibe en la práctica del mundo mo-
derno y en el derecho comparado 66. 

La ONG PROVEA expone de forma diáfana la milita-
rización de la justicia penal:

PROVEA
Empleo de justicia militar contra civiles repre-
senta el máximo nivel de criminalización de la 
protesta en Venezuela
May 15, 2017 | Actualidad, Dictadura en Venezuela
https:/ /www.derechos.org.ve/actualidad/em-
pleo-de-justicia-militar-contra-civiles-represen-
ta-el-maximo-nivel-de-criminalizacion-de-la-protes-
ta-en-venezuela

 (Caracas, 15 de mayo de 2017). Sobre la inconstitu-
cional aplicación, de manera sistemática y generali-
zada, de la justicia militar contra civiles en el país, el 
Programa Venezolano de Educación-Acción en Dere-
chos Humanos (Provea) expresa las siguientes consi-
deraciones: 

1. Desde el año 2005 Provea alertó sobre el inicio de 
un proceso de criminalización de la protesta en el 
país. Además de la descalificación desde el alto go-
bierno a la protesta pacífica, que incluyó la lamenta-
ble frase del ex presidente Hugo Chávez de ordenar 
“lanzar gas del bueno” a los manifestantes, se em-
pezó a procesar en tribunales a quienes ejercían el 
derecho a la protesta.
(…)
7. En 2012 se empezó a aplicar la justicia militar 
contra la protesta social. Ese año cinco sindicalistas 
y cinco indígenas, además de un estudiante, fueron 
procesados por los delitos de “ultraje al centinela” y 
“violación de zonas de seguridad”.

8. Entre 2012 y 2016 aproximadamente 100 civiles se 
encontraban procesados en la justicia militar. Entre 
ellas amas de casa que discutieron con guardias na-
cionales en las colas por comprar comidas y algunas 
personas detenidas en Operativos de Liberación del 
Pueblo (OLP) en una clara aplicación de la justicia mi-
litar a los más pobres. Igualmente se aplicó a dos ac-
tivistas políticos entre ellos el Diputado Gilber Caro.

9. Con la Rebelión Popular que se inició la primera 
semana de abril del 2017, el gobierno aplicó el deno-
minado “Plan Zamora” y como parte de él una mayor 
militarización de la sociedad venezolana. En la ejecu-
ción del Plan y ante la actitud del Ministerio Público 
de no imputar a manifestantes o no solicitar la priva-
tiva de libertad como aspira el gobierno, se recurre a 
un uso más intenso de la Justicia militar para juzgar a 
civiles detenidos en el marco de las protestas.
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10. Al 12 de mayo de 2017, según cifras del Foro Pe-
nal Venezolano, un total de 237 civiles detenidos en 
el contexto de protestas habían sido presentados en 
los tribunales militares de los cuales a 155 se les ha-
bía privado de libertad, muchos de ellos enviados a 
la cárcel de Ramo Verde en el estado Miranda y a la 
cárcel 26 de Julio en San Juan de los Morros estado 
Guárico.

11. La aplicación arbitraria e inconstitucional de la 
justicia militar a civiles es una escalada de la crimina-
lización de la protesta, pero también de la violación 
de los derechos humanos en el país. Encuadra dentro 
de la estrategia definida por el gobierno de consi-
derar a los sectores críticos al gobierno -delineada 
en el decreto de estado de excepción y emergencia 
económica-, como un “enemigo interno” que hay 
que derrotar, violando así los derechos y garantías 
constitucionales.

12. La justicia militar no es para civiles. Es una abier-
ta violación del derecho a ser juzgado por el juez na-
tural: civiles deben ser procesados por jueces civiles. 
Es una violación al debido proceso porque no es un 
tribunal independiente quien juzga, artículos 49 y 
261 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela. Los jueces y fiscales militares son designa-
dos por el Ejecutivo Nacional y responden de manera 
obediente a las órdenes que les impartan.

13. Advertimos que, de continuarse por este camino, 
la justicia militar no solo se seguirá aplicando a quie-
nes protesten cuestionando la dictadura. Se extende-
rá a sectores que aun simpatizando con el gobierno, 
reclamen derechos. Es una política gubernamental 

contra el descontento y la protesta social. Las cárce-
les lamentablemente se seguirán llenando de pobres 
que reclaman derechos y de activistas políticos que 
luchan por la democracia.

14. Otro de los objetivos de la aplicación de justicia 
militar contra civiles es anular, por la vía de los he-
chos, las competencias del Ministerio Público, titular 
de la acción penal en el país. La Fiscalía, a raíz de la 
protesta popular ha iniciado un proceso de reinstitu-
cionalización, que difiere del actual copamiento de 
la mayoría de las instituciones públicas por parte del 
Ejecutivo.

Así las cosas, el discurso político oficialista de tipo bé-
lico es público y notorio, está repleto de evidencias. 
Así las cosas, este proceso progresivo, pero cada vez 
más profundo, parte desde la militarización de la se-
guridad pública, el uso y abuso de los tribunales mi-
litares de guerra para enjuiciar civiles en tiempos de 
paz, hasta la inteligencia policial, habida cuenta de 
que quien controla las policías y quien dirige el SEBIN 
también son militares. Es lo natural que, bajo esa óp-
tica, se divida la población entre amigos y enemigos. 
La tesis militar que subyace es la del enemigo interno 
y el enemigo externo. Lo común es oír planteamien-
tos belicistas como “traición a la patria”, “terroris-
mo”, “golpe de Estado” o “rebelión”, dentro de un 
marco de referencias del “honor militar”, propios de 
la legislación y mentalidad militares. Ello es incon-
gruente e inaceptable para dirigir instituciones en-
cargadas de servicios a la sociedad civil.

La tesis oficial que intenta justificar los estados de 
excepción y emergencia económica es que existe una 

“guerra económica” contra el país. Se puede concluir 
que cada detenido arbitrariamente es una baja que 
se le causa al enemigo. Por eso es un hecho selectivo 
del enemigo pero que, en número creciente, ya es 
masivo. El efecto de “puerta giratoria” es muy claro: 
algunos pocos salen, pero entran más. No hay com-
batientes, pero el gobierno y las FA si están en gue-
rra declarada y abierta. Ha sido la justificación para 
atacar a la población civil o parte de esta.

Amnistía Internacional también ha cuestionado el 
uso de tribunales militares contra civiles:

Venezuela: Uso de tribunales militares contra 
civiles pone en jaque al estado de derecho 10 
mayo 2017, 10:59
https://www.amnesty.org/es/latest/news/2017/05/
venezuela-uso-de-tribunales-militares-contra-civi-
les-pone-en-jaque-al-estado-de-derecho/

“El uso de tribunales militares para enjuiciar a civiles 
en Venezuela pone en jaque el estado de derecho en 
el país, violando su constitución y las leyes interna-
cionales, dijo hoy Amnistía Internacional.
“El uso creciente de tribunales militares para juzgar 
a civiles demuestra la absoluta determinación de 
las autoridades venezolanas de asfixiar las crecien-
tes protestas y aterrorizar a cualquier persona que 
contemple la posibilidad de expresar sus opiniones”, 
dijo Erika Guevara Rosas, Directora para las Américas 
de Amnistía Internacional.
“Con esta decisión, el gobierno venezolano se está 
alejando aún más de la legalidad. El derecho inter-
nacional establece claramente la inadmisibilidad de 
que se trate a civiles como militares, esto atenta to-
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talmente contra el ejercicio de derechos humanos.”
Según datos oficiales, más de 250 personas se en-
cuentran actualmente privadas de su libertad y fue-
ron puestas a la orden de jueces y fiscales militares. 
Todas fueron procesadas por delitos tales como “aso-
ciación para rebelión” y “ataque al centinela”, con-
templados en la jurisdicción militar.
Este tipo de delitos tienen como finalidad delinear 
los códigos de conducta de las fuerzas armadas y no 
deben de aplicarse a civiles bajo ninguna circunstan-
cia. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
tiene vasta jurisprudencia al respecto.
Poner a civiles bajo jurisdicción de tribunales milita-
res es contrario a los estándares del debido proceso, 
ya que estos no son tribunales independientes, son 
especiales, puramente funcionales, y destinados a 
mantener la disciplina de las fuerzas armadas.
“Las autoridades venezolanas deben poner fin a esta 
práctica inmediatamente y llevar a cualquier persona 
acusada de un delito a un tribunal ordinario donde 
se respeten todas las garantías de un proceso justo e 
imparcial.” n

18. Riesgos y daños ocasionados a las víctimas derivados 

de la detención arbitraria y el crimen de encarcelación

Son varios los riesgos y daños, mayormente irre-
parables, que se derivan de una detención arbi-

traria y la encarcelación, los cuales se extienden al 
grupo familiar de cada detenido (en Venezuela el 
grupo familiar es de unas 5 personas en promedio). 
Sin ser exhaustivos, por experiencia y casos docu-
mentados por expertos y ONG, se pueden identifi-
car, al menos: 

1. Riesgos y daños físicos: Derivado de esa situación se 
sufre de tortura y tratos crueles o degradantes, ries-
go de sufrir agresiones mortales, violaciones, lesiones 
o desnutrición (se han contabilizado 17 muertos por 
violencia o desnutrición en el año 2015) 67. Además, 
tales detenciones implican, entre otras situaciones 
críticas, el encierro del detenido en condiciones de-
plorables en centros de detención preventiva (apro-
ximadamente 40.000 detenidos) en condiciones de 
hacinamiento, violencia letal, promiscuidad, insalu-
bridad, contagio de enfermedades, falta de alimen-
tos, ausencia de espacio para ejercicios o ventilación, 
etc. El otro aspecto es el sistema penitenciario (con 
55.000 presos) en condiciones similares.  Todo dete-
nido arbitrariamente y sin el debido proceso, segura-
mente podrá ser torturado, maltratado o vejado. En 
efecto, en los centros de reclusión preventiva se vio-
lan los derechos humanos de los detenidos de forma 
sistemática, como lo afirma la ONG especializada en 
los derechos humanos de los reclusos Una Ventana a 
la Libertad 68:
“Tanto el marco constitucional, como el Código Or-
gánico Penitenciario dejan claramente sentada la 

obligación que tiene el Estado de garantizar que los 
centros de detención cuenten con las condiciones ne-
cesarias para garantizar el respeto de los derechos 
humanos de los privados de libertad. Sin embargo, la 
realidad cotidiana de los centros de detención pre-
ventiva durante 2017 mostró sistemáticas violaciones 
a las garantías constitucionales en los centros de de-
tención preventiva de Venezuela…” 

2. Riesgos y daños materiales y económicos: rui-
na de las organizaciones de la sociedad civil (ONG, 
empresas, gremios, partido político, asociación de 
vecinos, sindicato, etc.) pérdida de trabajo, pérdi-
da de bienes sustraídos ilegalmente, lucro cesante, 
gastos inesperados (pago de abogados, alimenta-
ción en la cárcel, pago de sobornos extorsivos de 
supervivencia en la cárcel, rehabilitación física y 
mental, etc.) proyecto profesional de vida, y otros. 
Todo detenido arbitrariamente sufrirá un impacto 
económico, organizacional y material ruinoso de 
forma inevitable.

3. Riesgos y daños jurídicos y de derechos humanos: 
violación del debido proceso, indefensión, imputa-
ciones falsas o erróneas, procesos sin pruebas, de-
tención prolongada más allá de la posible condena, 
fichaje policial, etc. Todo detenido arbitrariamente 
también sufrirá otras violaciones a sus derechos cons-
titucionales y humanos: lo que nace mal, termina 
mal. Los delitos que se les imputan a los detenidos 
arbitrariamente son de tipo económico (especula-
ción, acaparamiento, boicot económico y desestabi-
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lización económica, entre otros; en combinación con 
delitos propios del crimen organizado, como asocia-
ción o legitimación de capitales).

4. Riesgos y daños reputacionales: los cuales se tra-
ducen en campañas difamatorias por parte de au-
toridades que ordenan o realizan las detenciones 
arbitrarias en contra de las víctimas. Se hace uso de 
medios de comunicación y hasta de redes sociales 
contraladas por el Estado, tales campañas se caracte-
rizan por impedir el derecho de réplica por parte de 
los señalados.  

5. Los riesgos y daños psicosociales y de salud: tales 
como estrés post-detención traumática, depresión, 
resentimiento, pérdida de familiares, divorcios, es-
tigmatización de parte de propaganda oficialista, 
inestabilidad emocional o mental, lo cual repercu-
tirá en la salud del organismo con mayor tenden-
cia a enfermarse o agravar cualquier padecimien-
to previo. Todo detenido arbitrariamente sufrirá 
mental y emocionalmente. Su familia y entorno 
íntimo también sufrirá en alguna medida el mismo 
problema n

19. Marco jurídico internacional contra las detenciones 

arbitrarias y el crimen de encarcelación

1. “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso 
ni desterrado” (Declaración Universal de Derechos 
Humanos, art. 9).

2. “Todo individuo tiene derecho a la libertad y a 
la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a 
detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser pri-
vado de su libertad, salvo por las causas fijadas por 
ley y con arreglo al procedimiento establecido en 
ésta” (Párrafo 1 del artículo 9 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos).

3. “Derecho a la Libertad Personal.  1. Toda per-
sona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales.  2. Nadie puede ser privado de su liber-
tad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políti-
cas de los Estados Partes o por las leyes dictadas 
conforme a ellas.  3. Nadie puede ser sometido a 
detención o encarcelamiento arbitrarios…” (Artí-
culo 7 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos).

4. “La libertad personal es inviolable, en consecuen-
cia: Ninguna persona puede ser arrestada o detenida 
sino en virtud de una orden judicial, a menos que 
sea sorprendida in fraganti. En este caso será llevada 
ante una autoridad judicial en un tiempo no mayor 
de cuarenta y ocho horas a partir del momento de la 
detención. Será juzgada en libertad, excepto por las 
razones determinadas por la ley y apreciadas por el 
juez o jueza en cada caso. La constitución de caución 

exigida por la ley para conceder la libertad del dete-
nido no causará impuesto alguno.” (Artículo 44.1 de 
la Constitución de Venezuela).

5. “Crímenes de lesa humanidad. 1. A los efectos del 
presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa 
humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuan-
do se cometa como parte de un ataque generalizado 
o sistemático contra una población civil y con cono-
cimiento de dicho ataque: … e) Encarcelación u otra 
privación grave de la libertad física en violación de 
normas fundamentales de derecho internacional…” 
(Artículo 7. Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional) n
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20. Conclusiones y recomendaciones al Estado venezolano

Venezuela está sumida en una crisis humani-
taria compleja sin precedentes, dentro de 

la cual uno de sus síntomas más acuciantes es la 
persecución y encarcelamiento arbitrario de parte 
importante de sus ciudadanos, especialmente, por 
su opinión política. Todo ello constituye un patrón 
de violaciones graves de derechos humanos, res-
ponsabilidad internacional ineludible del Estado, 
por lo cual podrá ser denunciado ante instancias 
internacionales.  

Al mismo tiempo, se trata de crímenes de lesa huma-
nidad, particularmente el crimen de encarcelación 
como hemos visto, por lo cual se deben investigar 
los hechos y establecer las responsabilidades penales, 
administrativas, disciplinarias y civiles a que haya lu-
gar. El terrorismo de Estado y las atrocidades deben 
cesar. La Constitución vigente y los tratados Interna-
cionales de derechos humanos deben ser cumplidos 
de forma rigurosa.

Por último, las conductas observables se subsumen 
en los tipos penales de detención ilegítima y viola-
ción de tratados internacionales. Ambos están tipifi-
cados en el Código Penal, pero tienen penas irrisorias 
y su procesamiento está en manos de quienes deten-
tan el poder en Venezuela y, seguramente, no serán 
investigados ni procesados, en virtud de la falta de 
independencia de fiscales y jueces. 

Las recomendaciones básicas inaplazables para 
el Estado son:
1. Cumplir la Constitución y el procedimiento pe-

nal en todo lo relativo a la libertad personal, ade-
más de todos los derechos humanos actualmente 
vulnerados.
2. Detener el patrón de encarcelaciones y de deten-
ciones arbitrarias
3. Investigar los hechos y responsabilizar disciplinaria 
y penalmente a las personas naturales y funcionarios, 
sin privilegio alguno por el cargo que ostenten, que 
hayan ordenado o ejecutado detenciones arbitrarias 
y encarcelaciones en los casos que correspondan. Ello 
debe ser acometido con fiscales, criminalistas y jue-
ces independientes. 
4. Impedir el escalamiento del crimen de encarcela-
ción a otro tipo de crímenes de lesa humanidad, tales 
como el asesinato por motivos políticos (politicidio) 
5. Aplicar las recomendaciones  de la ONU para pre-
venir crímenes atroces
6. Cumplir rigurosamente con los Tratados e Instru-
mentos internacionales que tutelan los derechos hu-
manos.  Impedir su violación permanente y procesar 
los delitos contra el Derecho Internacional.
7. Incorporar los estándares internacionales sobre la 
independencia de los jueces y fiscales con referentes 
éticos y legales de su actuación. 
8. Cumplir con las recomendaciones de organismos 
internacionales tanto globales (ONU) como regiona-
les (OEA) sobre detenciones arbitrarias. 
9. Reformar el COPP para fortalecer el principio del 
juicio en libertad, como regla. 
10. Fortalecer la presunción de inocencia, las nor-
mas sobre flagrancia y el derecho a la defensa, entre 
otros, como garantías del debido proceso.
11. Reformar el Código Penal para elevar la pena y 

sus agravantes para los casos individuales de deten-
ción ilegítima.
12. Elevar el conocimiento del caso ante la Fiscalía 
ante la Corte Penal Internacional y contribuir con 
la sustanciación del Examen Preliminar sobre Ve-
nezuela.
13. Aprobar con urgencia el estudio sobre la legis-
lación de implementación del Estatuto de Roma en 
Venezuela, aprovechando el proyecto de Código de 
Derecho Penal Internacional  (CODEPI) que ya cono-
ce la Asamblea Nacional.
14. Restituir la relación con la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, tomando como base la Ley 
Aprobatoria de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos, la cual no ha sido derogada. Ello es 
indispensable para el conocimiento de casos recien-
tes de detenciones arbitrarias, entre otros.

Recomendaciones a la sociedad civil, universi-
dades, gremios, asociaciones de vecinos, ONG y 
abogados defensores, entre otros.
1. Continuar la observación y seguimiento nacional e 
internacionalmente de los patrones y modus operan-
di de las encarcelaciones y otros crímenes internacio-
nales que se observan en Venezuela.
2. Dar asistencia jurídica  en cada caso a las víctimas. 
3. Apoyar a las víctimas sus familiares. Visibilizar sus 
casos.
4. Documentar de forma rigurosa los casos nuevos 
que puedan ocurrir.
5. Denunciar ante organismos nacionales e interna-
cionales (sistema interamericano de derechos huma-
nos y sistema penal internacional) estos patrones de 
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criminalidad.  Crear una memoria jurídica es esencial 
para evitar la distorsión y manipulación de la memo-
ria periodística, política e histórica. 
6. Sustanciar los casos que cursan ante la investiga-
ción preliminar que lleva la Fiscalía ante la Corte Pe-
nal Internacional.
7. Divulgar a la opinión pública nacional e interna-
cional este tipo de crímenes.
8. Diseminar la información en redes sociales y me-
dios de comunicación social.
9. Establecer redes entre ONG y personalidades que 
sirvan de voceros de estos casos. 
10. Celebrar eventos, debates, jornadas, seminarios y 
todo tipo de actividad científica y académica sobre la 
criminalidad atroz, en general, e incluir los crímenes 
internacionales ocurridos en Venezuela. Énfasis en 
las encarcelaciones y detenciones arbitrarias.
11. Publicar libros, folletos, investigaciones y todo 
tipo de documentación que ilustre de la forma más 
rigurosa la comisión de estos crímenes.
12. Sistematizar la producción de videos, programas, 
películas, fotografías y todo tipo de documentación 
audiovisual acerca de estos crímenes.
13. Realizar exhibiciones y exposiciones de alta cali-
dad con la documentación escrita y audiovisual que 
exista sobre estos crímenes n

FMF / 27-08-18

1 Son muchos los casos de dirigentes políticos detenidos arbi-

trariamente y luego torturados. Para muestra de ello, basta citar 

el reciente caso del joven Diputado Juan Requesens, el cual ha 

sido documentado en varias entregas por la ONG en derechos 

humanos PROIURIS. Ver: http://proiuris.org/?m=20180814  
2 “Multan a 500 tiendas y detienen a 200 personas por supues-

ta especulación y remarcaje Caracas.- Las autoridades del país 

han detenido al menos a 200 personas y sancionado a unos 500 

comercios esta semana en el marco del plan de "recuperación 

económica" que impuso el presidente de la República, Nicolás 

Maduro, para solventar la crisis. "Han salido más de 200 dete-

nidos por delitos como remarcaje de precios, especulación, aca-

paramiento y boicot de la economía", dice un boletín difundido 

este sábado por la Superintendencia Nacional para la Defensa 

para los Derechos Socioeconómicos (Sundde)”. Disponible en: 

http://www.eluniversal.com/politica/18755/multan-500-tien-

das-y-detienen-a-200-por-supuesta-especulacion-y-remarca-

je-de-productos
3Se debe enfatizar que no existen cifras oficiales de los deteni-

dos arbitrariamente en Venezuela. Tampoco sobre detenidos 

preventivamente. Ello se debe, básicamente, a que quien en-

carcela, de forma arbitraria, es el gobierno. De paso, ese patrón 

de desinformación es congruente con el resto de los datos que 

deberían ofrecerse de forma rutinaria sobre homicidios, delitos 

mayores, etc., pero que no se producen ni se publican en los 

medios oficiales. 
4 Estatuto de Roma de la Corte penal Internacional: “Crimen de 

persecución: Artículo 7. Crímenes de lesa humanidad. 1. “A los 

efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa 

humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa 

como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 

población civil y con conocimiento de dicho ataque: … h) Perse-

cución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada 

en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, re-

ligiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos uni-

versalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al dere-

cho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado 

en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia 

de la Corte … g) Por “persecución” se entenderá la privación in-

tencional y grave de derechos fundamentales en contravención 

del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o 

de la colectividad.”
5 LÓPEZ, Edgar: “Juan Méndez sobre las torturas en Venezuela: 

Hay que ir pensando en una comisión de investigación indepen-

diente… -Organismos internacionales, entre ellos la ONU y la 

CIDH, han documentado y denunciado que la tortura en Vene-

zuela no corresponde a hechos aislados sino a una práctica siste-

mática. -A mí me tocó, cuando era Relator de Naciones Unidas 

sobre la Tortura, investigar y publicar mis conclusiones sobre 

algunos casos donde efectivamente hubo torturas y otras formas 

de violaciones, por ejemplo uso excesivo de la fuerza pública en 

la represión de manifestaciones. Pero yo nunca tuve la informa-

ción suficiente para decir que la práctica de tortura en Venezuela 

era sistemática. En parte, porque durante seis años pedí visitar el 

país y nunca se me permitió. Pero, si posteriormente las Nacio-

nes Unidas se pronunciaron sobre la sistematicidad de la tortura 

en Venezuela, no lo pongo en duda. Hay  que demostrar la falta 

de voluntad o la falta de competencia para hacer una investiga-

ción seria y, en ese caso, pensar en otras posibles soluciones…” 
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OLVIDO. POR LA VERDAD Y LA JUSTICIA. Informe de la 

Comisión de Estado por la Justicia y la Verdad contemplada en 

la Ley para Sancionar los Crímenes, Desapariciones, Torturas y 
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bastante parecido al original, pero con ella se designa preferen-

temente al mal en sí mismo y no a sus manifestaciones corpora-

les…” En: GOFFMAN, Ervin: Estigma. La identidad deteriora-

da. Amorrortu Editores. Buenos Aires, 1963-68. Página 11.
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